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RESUMEN 

 

 

El presente trabajo tuvo como objetivo central Analizar la competencia jurídica y 

constitucional del Consejo de la Judicatura para aplicar medidas disciplinarias, 

como suspensión, sanción o destitución, a la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

General del Estado en el marco legal y constitucional de Ecuador. Se utilizó una 

investigación de carácter descriptivo y exploratorio con una metodología 

cualitativa utilizando técnicas de investigación como revisión bibliográfica de 

leyes, doctrinas, jurisprudencia internacional. Además, se entrevistó a tres 

profesionales del Derecho. La evaluación detallada reveló que el CJ cuenta con 

competencia legal y constitucional para destituir a la Máxima Autoridad de la 

Fiscalía General del Estado en Ecuador, respaldando la validez de su rol 

disciplinario. A pesar de la competencia confirmada, se destaca la necesidad de 

normativas más claras para garantizar la independencia de la Fiscalía. Esta 

propuesta se presenta como un mecanismo adicional para prevenir abusos, 

arbitrariedades y fortalecer la autonomía institucional. Se concluye que la 

propuesta analizada para establecer normativas más claras no solo es 

compatible con la competencia del CJ, sino que se recomienda como una medida 

proactiva. Esto no solo alinea al sistema judicial con estándares internacionales, 

sino que también previene posibles conflictos y contribuye a consolidar un 

Estado de Derecho robusto.  

 

 

 

 

 

Palabras claves: Competencia Disciplinaria, Consejo de la Judicatura, Máxima 

Autoridad Fiscalía, Marco Constitucional, Legislación Ecuatoriana. 
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ABSTRACT 

 

 

The central objective of this work was to analyze the legal and constitutional 

competence of the Judiciary Council to apply disciplinary measures, such as 

suspension, sanction or dismissal, to the Highest Authority of the State Attorney 

General's Office in the legal and constitutional framework of Ecuador. A 

descriptive and exploratory research was used with a qualitative methodology 

using research techniques such as a bibliographic review of laws, doctrines, and 

international jurisprudence. In addition, three legal professionals were 

interviewed. The detailed evaluation revealed that the CJ has legal and 

constitutional competence to dismiss the Highest Authority of the State Attorney 

General's Office in Ecuador, supporting the validity of its disciplinary role. Despite 

the confirmed jurisdiction, the need for clearer regulations to guarantee the 

independence of the Prosecutor's Office is highlighted. This proposal is 

presented as an additional mechanism to prevent abuses, arbitrariness and 

strengthen institutional autonomy. It is concluded that the proposal analyzed to 

establish clearer regulations is not only compatible with the competence of the 

CJ, but is recommended as a proactive measure. This not only aligns the judicial 

system with international standards, but also prevents possible conflicts and 

contributes to consolidating a robust rule of law. 

 

 

 

 

 

 

Keywords: Disciplinary Competence, Judicial Council, Highest Prosecutorial 

Authority, Constitutional Framework, Ecuadorian Legislation.
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INTRODUCCIÓN 

 

La presente tesis se adentra en un análisis profundo y exhaustivo de 

un tema crucial en el contexto jurídico ecuatoriano: la competencia 

disciplinaria del Consejo de la Judicatura para sancionar y remover a la 

máxima autoridad de la Fiscalía General del Estado, enmarcado dentro de 

la normativa constitucional y legal de Ecuador. Este tema es de una 

relevancia inmensurable, dado que toca la fibra de la independencia 

judicial, la rendición de cuentas y la correcta administración de justicia en 

el país. 

En todo Estado democrático y constitucional de derechos, existe de 

manera orgánica, establecida en la Constitución, como Norma Suprema, la 

estructura, organización, y división de los poderes estatales. En Ecuador, a 

diferencia de otros países de la región, existen cinco poderes estatales, 

llamados “funciones”, expresamente establecidos en la Constitución. Estos 

son: la Función Legislativa, ejercida por la Asamblea Nacional; la Función 

Ejecutiva, ejercida por el Presidente o Presidenta de la República; la 

Función Judicial y de Justicia Indígena, ejercida por sus distintos órganos 

jurisdiccionales, administrativos, auxiliares y autónomos; la Función de 

Transparencia y Control Social, ejercida por el Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social; y, la Función Electoral, ejercida por el Consejo 

Nacional Electoral. 

 En el contexto de este trabajo se identificará principalmente si el 

Consejo de la Judicatura tiene atribución, como órgano de disciplina de la 

Función Judicial, para suspender, sancionar o destituir, mediante 

procedimientos disciplinarios, a la máxima autoridad de la Fiscalía General 

del Estado, de acuerdo con la Constitución y la ley. Dentro del ámbito de la 

Función Judicial y de Justicia Indígena, existen, como órganos 
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administrativo y autónomo, el Consejo de la Judicatura y la Fiscalía General 

del Estado, respectivamente. El Consejo de la Judicatura, según lo 

establecido en el artículo 181 de la Constitución, tiene la función de “Dirigir 

los procesos de selección de jueces y demás servidores de la Función 

Judicial, así como, su evaluación, ascensos y sanción.”  

 

Además, según lo establecido en artículo 254 del Código Orgánico 

de la Función Judicial, el Consejo de la Judicatura “...es el órgano único de 

gobierno, administración, vigilancia y disciplina de la Función Judicial, que 

comprende: órganos jurisdiccionales, órganos administrativos, órganos 

auxiliares y órganos autónomos.” [lo destacado es propio]. Por otro lado, la 

Fiscalía General del Estado, según el artículo 194 de la Constitución, es un 

órgano autónomo de la Función Judicial, siendo la o el Fiscal General su 

máxima autoridad. El artículo 197 ibidem, además indica que las 

regulaciones para la carrera fiscal se determinan en la ley. 

La Constitución de Ecuador establece que el Consejo de la 

Judicatura es el organismo encargado de la administración, vigilancia y 

disciplina de la Función Judicial, con la responsabilidad adicional de 

garantizar la independencia, eficiencia, eficacia, transparencia y acceso a 

la justicia. No obstante, el alcance de su competencia disciplinaria y la 

posibilidad de sancionar y remover a la máxima autoridad de la Fiscalía 

General del Estado plantean interrogantes cruciales en la estructura del 

Estado y su división de poderes. 

La Fiscalía General del Estado es una institución vital en el sistema 

de justicia ecuatoriano, encargada de la persecución penal y la defensa de 

la legalidad, representando los intereses de la sociedad en la aplicación de 

la justicia. La correcta y eficiente dirección de esta institución es 

fundamental para asegurar un sistema de justicia imparcial, transparente y 
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eficaz. Esta investigación tiene como objetivo principal dilucidar el alcance 

y límites de la competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura 

respecto a la Fiscalía General del Estado. Se buscará comprender en 

detalle los mecanismos, normativas y precedentes que rigen esta relación, 

examinando casos relevantes y legislación pertinente.  

Asimismo, se explorarán las implicaciones de dicha competencia en 

la independencia de la Fiscalía y cómo esta puede garantizarse dentro del 

marco legal y constitucional. A través de este análisis, se busca contribuir 

al entendimiento y al debate en torno a un tema crucial para el correcto 

funcionamiento del sistema de justicia en Ecuador, proponiendo 

recomendaciones y sugerencias que fortalezcan la integridad y eficacia de 

la administración de justicia en el país. 
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CONTEXTO HISTÓRICO SOCIAL DEL OBJETO DE ESTUDIO 

 

El análisis de la competencia disciplinaria del Consejo de la 

Judicatura para sancionar y remover a la máxima autoridad de la Fiscalía 

General del Estado en el marco constitucional y legal de Ecuador se 

enmarca en un contexto histórico y social complejo que ha moldeado la 

estructura y funcionamiento de las instituciones judiciales en el país. 

Ecuador, como muchas naciones, ha atravesado diversas etapas históricas 

que han influido en su desarrollo político, social y jurídico. Desde su 

independencia en el siglo XIX hasta la actualidad, el país ha enfrentado 

desafíos en la consolidación de un Estado de Derecho efectivo y la garantía 

de una administración de justicia imparcial y transparente. 

En las últimas décadas, Ecuador ha experimentado cambios 

significativos en su estructura política y legal. La promulgación de una 

nueva Constitución en 2008 marcó un hito importante en la historia del país, 

estableciendo un modelo de Estado basado en los principios de 

plurinacionalidad, interculturalidad, y respeto a los derechos humanos. Esta 

Constitución otorga al Consejo de la Judicatura un papel crucial en la 

administración de justicia, incluyendo la competencia disciplinaria sobre la 

Fiscalía General del Estado. 

La Fiscalía General del Estado es una institución vital en la 

aplicación de la justicia en Ecuador. Su liderazgo y desempeño ético son 

fundamentales para garantizar el imperio de la ley y la protección de los 

derechos de los ciudadanos. Sin embargo, la competencia disciplinaria del 

Consejo de la Judicatura respecto a esta entidad debe entenderse en un 

contexto de separación de poderes y de balances institucionales, que son 

cruciales para asegurar la transparencia y la imparcialidad en la 

administración de justicia. 
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En este contexto, el análisis de la competencia disciplinaria del 

Consejo de la Judicatura para sancionar y remover a la máxima autoridad 

de la Fiscalía General del Estado es esencial para comprender cómo se 

establecen los controles y equilibrios en el sistema judicial ecuatoriano. 

Este estudio permitirá evaluar la efectividad de estos mecanismos y 

proponer posibles mejoras que fortalezcan la integridad y eficiencia de la 

administración de justicia en Ecuador en beneficio de la ciudadanía. 
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ANTECEDENTES 

 

El tema "Análisis de la Competencia Disciplinaria del Consejo de la 

Judicatura para Sancionar y Remover a la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

General del Estado en el Marco Constitucional y Legal de Ecuador" se 

enmarca en un contexto histórico y social que ha moldeado la estructura y 

dinámica institucional del poder judicial y la fiscalía en Ecuador. Para 

comprender este tema, es esencial considerar ciertos antecedentes clave. 

En la historia ecuatoriana, la administración de justicia ha 

evolucionado a través de diferentes etapas políticas y constitucionales. 

Desde su independencia en el siglo XIX hasta la actualidad, Ecuador ha 

vivido varios cambios de regímenes políticos y reformas legales que han 

afectado la estructura y el funcionamiento de sus instituciones judiciales y 

fiscales. Estos cambios han respondido a necesidades de adaptación a los 

valores democráticos, la exigencia de mayor transparencia y rendición de 

cuentas, así como la protección de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos. 

La promulgación de la Constitución de 2008 marcó un hito 

importante en la evolución del sistema judicial y fiscal en Ecuador. Esta 

constitución introdujo reformas sustanciales que fortalecieron la 

independencia del poder judicial y establecieron mecanismos para 

garantizar la ética y responsabilidad de los funcionarios judiciales, 

incluyendo la máxima autoridad de la Fiscalía General del Estado. Estas 

reformas están enmarcadas en la necesidad de asegurar un poder judicial 

y fiscal imparcial, transparente y sujeto al escrutinio público. 

En este contexto, la Competencia Disciplinaria del Consejo de la 

Judicatura para sancionar y remover a la máxima autoridad de la Fiscalía 

General del Estado se plantea como un tema de relevancia, ya que 
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representa un elemento crucial para mantener la integridad y eficiencia en 

la administración de justicia y la fiscalía. Este análisis busca comprender 

cómo este mecanismo disciplinario opera dentro del marco legal y 

constitucional ecuatoriano, y cómo se relaciona con la necesidad de 

garantizar la independencia y la eficacia del sistema judicial y fiscal en el 

país. 
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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

El planteamiento del problema para el tema "Análisis de la 

Competencia Disciplinaria del Consejo de la Judicatura para Sancionar y 

Remover a la Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado en el 

Marco Constitucional y Legal de Ecuador" es fundamental para comprender 

la necesidad e importancia de abordar esta investigación. A continuación, 

se presenta el planteamiento del problema: 

En Ecuador, el correcto funcionamiento del sistema judicial y fiscal 

es esencial para garantizar la vigencia del Estado de Derecho y proteger 

los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos. La Constitución 

de 2008 estableció una nueva estructura institucional para asegurar la 

independencia y transparencia en la administración de justicia, así como 

para fortalecer la ética y responsabilidad de los funcionarios judiciales y 

fiscales. 

En este contexto, la máxima autoridad de la Fiscalía General del 

Estado desempeña un papel crucial en la conducción y dirección de la 

Fiscalía, una institución clave en la administración de justicia y la lucha 

contra la impunidad. Sin embargo, para garantizar la imparcialidad y la 

efectividad en su desempeño, es necesario contar con mecanismos de 

control y supervisión adecuados que aseguren su correcta actuación y 

sancionen posibles conductas irregulares. 

El Consejo de la Judicatura, como entidad encargada de la 

administración de justicia, posee una competencia disciplinaria que incluye 

la posibilidad de sancionar y, en última instancia, remover a la máxima 

autoridad de la Fiscalía General del Estado. No obstante, es esencial 

realizar un análisis exhaustivo de la efectividad y aplicabilidad de esta 

competencia disciplinaria en el marco constitucional y legal de Ecuador. 
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El problema radica en determinar si la actual competencia 

disciplinaria del Consejo de la Judicatura para sancionar y remover a la 

máxima autoridad de la Fiscalía General del Estado se ajusta de manera 

óptima a los principios constitucionales de independencia, transparencia, 

responsabilidad y eficacia que deben regir en el sistema judicial y fiscal. 

Asimismo, es relevante evaluar si esta competencia contribuye de manera 

efectiva a garantizar la correcta separación de poderes y la protección de 

los derechos de los ciudadanos en el ámbito de la administración de justicia 

en Ecuador. 

Hace un mes aproximadamente, existió controversia respecto a la 

posibilidad cierta de que el Consejo de la Judicatura, suspendiera y 

consecuentemente destituyera a la Fiscal General del Estado, por 

actuaciones que este órgano consideraba que daban mérito a sanciones 

administrativas. La cuestión central radica en determinar si el Consejo de 

la Judicatura posee la autoridad y la competencia legales para ejercer 

medidas disciplinarias, como suspensión, sanción o destitución, sobre la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado. Esta situación se 

origina a raíz de la aparente ambigüedad en las disposiciones 

constitucionales y legales, así como en las interpretaciones divergentes de 

expertos jurídicos. 

 Así, existen juristas que sostienen que de acuerdo a los establecido 

en la Constitución y en la ley, sí es procedente que el Consejo de la 

Judicatura suspenda e inicie sumarios administrativos en contra de la Fiscal 

General del Estado, esto en base a lo expresado por el artículo 38 #4 del 

Código Orgánico de la Función Judicial que indica “Integran la Función 

Judicial y se denominan, en general, servidores de la Función Judicial: 4. 

La Fiscal o el Fiscal General del Estado(...).  
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Por otro lado, existe un sector que defiende que la única posibilidad 

de que la Fiscal General del Estado sea removida de su cargo o 

sancionada, es a través de un juicio político, instaurado por la Asamblea 

Nacional, en virtud de lo establecido en el artículo 131 de la Constitución 

que indica “La Asamblea Nacional podrá proceder al enjuiciamiento político, 

a solicitud de al menos una cuarta parte de sus miembros y por 

incumplimiento de funciones que les asignan la Constitución y la ley, [a la] 

Fiscalía General del Estado…”; adicionalmente, sustentan su posición, en 

lo determinado en el artículo 290 del Código Orgánico de la Función 

Judicial, que contiene un listado taxativo de la causales de ausencia 

definitiva de la máxima autoridad de los órganos autónomos de la Función 

Judicial, y entre estas, únicamente se encuentra establecida la destitución 

en los términos del artículo 131 de la Constitución de la República. La 

ausencia de una interpretación unánime y clara ha dado lugar a posiciones 

divergentes, lo que plantea la necesidad de una resolución definitiva y 

basada en fundamentos legales sólidos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 21 

 

FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

 

¿Existen normas de rango legal y Constitucional, que pueden entrar en 

contradicción o antinomia, a efectos de determinar si la máxima autoridad 

de la Fiscalía General del Estado puede ser sancionada y removida por el 

Consejo de la Judicatura, como órgano disciplinario de la Función Judicial? 

OBJETIVOS 

 

Objetivo general 

 

Analizar la competencia jurídica y constitucional del Consejo de la 

Judicatura para aplicar medidas disciplinarias, como suspensión, sanción o 

destitución, a la Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado en el 

marco legal y constitucional de Ecuador. 

Objetivos específicos 

 

• Analizar exhaustivamente las disposiciones constitucionales y 

legales que regulan las funciones y competencias del Consejo de la 

Judicatura y la Fiscalía General del Estado en Ecuador.  

• Realizar un estudio comparativo de las interpretaciones legales y 

opiniones de expertos jurídicos acerca de la competencia del 

Consejo de la Judicatura para tomar medidas disciplinarias en contra 

de la Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado. 

• Evaluar los posibles conflictos, contradicciones o ambigüedades en 

las normativas constitucionales y legales que puedan influir en la 

determinación de la competencia del Consejo de la Judicatura y en 

la aplicación de sanciones disciplinarias a la Máxima Autoridad de la 

Fiscalía General del Estado. 
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JUSTIFICACIÓN 

 

A continuación, se presenta la justificación teórica, práctica y 

metodológica para el tema "Análisis de la Competencia Disciplinaria del 

Consejo de la Judicatura para Sancionar y Remover a la Máxima Autoridad 

de la Fiscalía General del Estado en el Marco Constitucional y Legal de 

Ecuador": 

Justificación Teórica: 

Este tema se sustenta en un marco teórico que se apoya en la 

constitución y leyes de Ecuador, así como en teorías legales y políticas. La 

comprensión de la competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura y 

su relación con la Fiscalía General del Estado se basa en el estudio del 

marco jurídico que rige las instituciones. Se considerarán teorías sobre la 

división de poderes, el rol del poder judicial y su relación con el Ministerio 

Público en un estado de derecho.  

Justificación Práctica: 

La necesidad práctica de abordar este tema radica en la importancia 

de mantener una adecuada separación de poderes y una correcta 

fiscalización en el sistema judicial ecuatoriano. La Fiscalía General del 

Estado desempeña un papel crucial en la administración de justicia, y su 

máxima autoridad debe operar bajo principios de transparencia y rendición 

de cuentas. Este análisis es vital para garantizar que los procesos 

disciplinarios dentro de la Fiscalía estén en consonancia con la Constitución 

y las leyes ecuatorianas. 
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Justificación Metodológica: 

Para llevar a cabo este análisis, se aplicará un enfoque metodológico 

que combina investigación documental, análisis jurídico y entrevistas a 

expertos legales. La investigación documental se centrará en el estudio 

detallado de la Constitución de Ecuador, leyes pertinentes y regulaciones 

relacionadas con la competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura 

y la Fiscalía General del Estado. Se analizarán casos judiciales relevantes 

y decisiones previas para comprender cómo se ha aplicado esta 

competencia en la práctica. 
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1. Antecedentes y Evolución de la Fiscalía General del Estado en 

Ecuador 

 

La Fiscalía General del Estado de Ecuador es un elemento 

fundamental en la estructura judicial de la nación, encargada de asegurar 

el cumplimiento de la ley, la justicia y la protección de los derechos 

fundamentales. Para comprender su origen y trayectoria, es esencial 

situarla en el contexto histórico y legal del país. La institución de la Fiscalía 

General del Estado en Ecuador encuentra sus raíces en la Constitución de 

2008, que establece su independencia funcional, administrativa y 

financiera. Previamente, la Fiscalía General era parte integrante del Poder 

Judicial. La constitución de 1998 marcó un punto crucial al establecer la 

independencia del Ministerio Público, representando un hito en la 

separación de poderes en Ecuador (Constitución de la República del 

Ecuador, 2008) 

La Fiscalía General del Estado de Ecuador desempeña un amplio 

espectro de funciones y responsabilidades esenciales para el correcto 

funcionamiento de la justicia en el país. Entre estas destacan: dirigir las 

investigaciones de los delitos, ejercer la acción penal pública, garantizar la 

protección de las víctimas y testigos, así como supervisar la actuación 

policial. Su principal propósito radica en asegurar la justicia y el respeto a 

los derechos básicos de los habitantes. La Fiscalía General del Estado de 

Ecuador posee varias funciones y responsabilidades, entre las que 

sobresalen: liderar la investigación de delitos, ejercer la acción penal 

pública, proteger a las víctimas y testigos, y supervisar la labor policial, 

entre otras (Fiscalía General del Estado de Ecuador, 2022) 

La evolución histórica de la Fiscalía General del Estado en Ecuador 

ha estado caracterizada por una constante búsqueda de autonomía y 

eficacia. A lo largo de los años, se han llevado a cabo reformas para 
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fortalecer su papel como organismo encargado de la investigación y 

persecución penal en el país, promoviendo la transparencia y la rendición 

de cuentas (Cevallos, L., 2015, pág. 111). Durante su evolución, la Fiscalía 

General ha experimentado ajustes y refinamientos en su estructura y 

funcionamiento interno. Se han implementado estrategias para mejorar la 

eficiencia en la gestión de casos, promover la capacitación constante del 

personal y adoptar tecnologías que faciliten la recolección, análisis y 

presentación de pruebas en los procesos judiciales. Estos avances buscan 

fortalecer la labor investigativa y garantizar el debido proceso en la 

persecución de delitos 

2. Origen y creación de la Fiscalía General del Estado 

 

La Fiscalía General del Estado en Ecuador se ha establecido como 

resultado de una evolución histórica y procesos legales que culminaron en 

su reconocimiento como un ente autónomo e integral dentro del sistema 

judicial ecuatoriano. Este hito en su origen y fundación se encuentra 

intrínsecamente relacionado con reformas constitucionales y legales que 

se han llevado a cabo en el país, especialmente en las últimas décadas. En 

un periodo anterior a la actual estructura de la Fiscalía General del Estado, 

Ecuador tenía un sistema legal en el cual la función del Ministerio Público y 

la judicatura se encontraban amalgamadas. No existía una división clara de 

funciones y la Fiscalía carecía de la autonomía e independencia que ahora 

ostenta. 

La trayectoria hacia la fundación de la Fiscalía General del Estado 

se inició con la promulgación de la Constitución de 1998. Este hito 

estableció las bases para la autonomía funcional del Ministerio Público, 

marcando un punto crucial en la independencia de esta institución 

(Constitución de la República del Ecuador , 1998). Sin embargo, aún estaba 
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vinculada al Poder Judicial. La transformación más significativa tuvo lugar 

con la promulgación de la Constitución de 2008, que definió a la Fiscalía 

General del Estado como un órgano independiente y separado del Poder 

Judicial. Esta constitución garantizó la autonomía funcional, administrativa 

y financiera de la Fiscalía, otorgándole la capacidad de actuar de forma 

autónoma en la persecución de los delitos. 

Complementando la constitución, la Ley Orgánica de la Fiscalía 

General del Estado, promulgada en 2009, estableció el marco normativo 

detallado para el funcionamiento y organización de la Fiscalía General (Ley 

Orgánica de la Fiscalía General del Estado , 2009) Dicha ley delineó las 

competencias, atribuciones y procedimientos que rigen la labor de la 

Fiscalía General del Estado. La instauración de la Fiscalía General del 

Estado y su independencia ha tenido un impacto significativo en la 

administración de justicia en Ecuador. Ha permitido una persecución de 

delitos más eficiente y un enfoque más equitativo en la aplicación de la ley, 

fortaleciendo así el Estado de Derecho. 

 

3. Evolución histórica de la institución  

 

La Fiscalía General del Estado de Ecuador ha experimentado una 

transformación histórica que ha tenido un impacto crucial en su estructura 

y funcionamiento en la actualidad. Este proceso de evolución ha sido 

impulsado por cambios legales y constitucionales a lo largo del tiempo. En 

un período previo a la autonomía de la Fiscalía General del Estado, la 

función de persecución penal y el ejercicio de la acción penal se 

encontraban fusionados en el sistema judicial de Ecuador, sin una clara 

separación de roles. En ese entonces, la Fiscalía carecía de la 

independencia funcional y administrativa que posee en la actualidad. 
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Los primeros indicios de independencia funcional para la Fiscalía 

surgieron con la Constitución de 1998, la cual estableció los fundamentos 

para otorgar mayor autonomía al Ministerio Público (Constitución de la 

República del Ecuador, 1998). Aunque aún estaba vinculada al Poder 

Judicial, esta constitución representó un inicio en la búsqueda de una 

justicia más imparcial. La consolidación de la autonomía plena de la 

Fiscalía General del Estado se logró con la promulgación de la Constitución 

de 20082. Esta constitución separó completamente a la Fiscalía del Poder 

Judicial, garantizando su independencia funcional, administrativa y 

financiera. Estableció que la Fiscalía sería dirigida por una autoridad 

independiente designada por el Consejo de Participación Ciudadana y 

Control Social. 

Posteriormente, la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado, 

en 2009, detalló la organización y el funcionamiento de la Fiscalía. Esta ley 

precisó las competencias y atribuciones de la Fiscalía, definiendo así su 

labor y proporcionando un marco normativo para su adecuado desempeño. 

La evolución hacia una Fiscalía General autónoma ha tenido un impacto 

significativo en el sistema judicial de Ecuador. Ha permitido que la Fiscalía 

cumpla su rol de persecución penal de manera independiente y eficaz, 

fortaleciendo la confianza en el Estado de Derecho y asegurando una 

aplicación más justa de la ley (Ley Orgánica de la Fiscalía General del 

Estado , 2009). 

4. Funciones y responsabilidades de la Fiscalía General 

 

La Fiscalía General del Estado en Ecuador desempeña un papel 

fundamental en la justicia y en mantener la legalidad dentro del país. Sus 

funciones y responsabilidades están claramente establecidas por la 

Constitución y las leyes ecuatorianas, centrándose principalmente en la 
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persecución penal y la protección de los derechos fundamentales de las 

personas. 

Una de sus funciones principales es la investigación y 

procesamiento de los delitos cometidos en el territorio ecuatoriano. Esto 

incluye la recolección de pruebas, la identificación de los culpables y la 

presentación de las acusaciones correspondientes ante los tribunales 

competentes. Asimismo, la Fiscalía General del Estado es la encargada de 

llevar a cabo la acción penal pública en representación del Estado, lo que 

implica iniciar y continuar los procesos judiciales relativos a los delitos, 

buscando la sanción de los responsables y garantizar los derechos de las 

víctimas. 

Además, la Fiscalía tiene la responsabilidad de garantizar la 

protección de las víctimas y testigos involucrados en los casos bajo 

investigación. Esto implica proporcionar medidas de seguridad, asistencia 

y apoyo a lo largo del proceso judicial, velando por su bienestar y 

colaboración efectiva en el procedimiento penal. También, supervisa la 

actuación policial durante las investigaciones para garantizar que estas se 

realicen de acuerdo con los procedimientos legales y respetando los 

derechos de los ciudadanos. Este control contribuye a la calidad y 

transparencia de las investigaciones penales. 

Finalmente, la Fiscalía General del Estado debe operar bajo el 

principio de respeto y aseguramiento de los derechos fundamentales de las 

personas involucradas en los procesos penales. Esto abarca el derecho a 

un juicio imparcial, a la defensa, a la presunción de inocencia y a no auto 

incriminarse, asegurando así un proceso judicial justo y equitativo 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008). La Fiscalía General del 

Estado en Ecuador representa un pilar esencial en el sistema de justicia del 

país, encargada de investigar y perseguir los delitos para garantizar la 
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aplicación adecuada de la ley. Su función principal es dirigir las 

investigaciones de los crímenes, recolectando pruebas y asegurando que 

se respeten los derechos de todos los involucrados.  

 

5. El Consejo de la Judicatura en el Sistema de Justicia 

Ecuatoriano 

 

En concordancia con la página oficial del Consejo de la Judicatura 

de Ecuador (2008), señala que, esta institución es un componente esencial 

dentro del sistema judicial ecuatoriano, ejerciendo un rol crucial en la 

administración y gestión de la función judicial en el país. Su función 

primordial es asegurar la independencia, transparencia y eficacia del poder 

judicial, contribuyendo significativamente a la estabilidad y confianza en el 

Estado de Derecho. La Constitución de la República del Ecuador y diversas 

leyes regulan la formación y funciones de este organismo, con el propósito 

de garantizar la integridad y eficiencia del sistema de justicia. 

Una de las tareas fundamentales del Consejo de la Judicatura radica 

en la selección y destitución de jueces y magistrados, siendo esta labor 

esencial para supervisar la competencia y honestidad de quienes ocupan 

roles judiciales. Esta responsabilidad es vital para asegurar que el sistema 

judicial cuente con profesionales capacitados y éticos, aumentando la 

confianza de la población en la justicia ecuatoriana. Además, este órgano 

administra eficazmente los recursos del poder judicial, distribuyendo de 

forma óptima los fondos y supervisando su correcta gestión. 

Adicionalmente, el Consejo de la Judicatura tiene la responsabilidad 

de establecer políticas y regulaciones que guíen el comportamiento ético y 

profesional de los jueces. Esto incluye promover la transparencia, la 

imparcialidad y el acceso igualitario a la justicia para todos los ciudadanos. 
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Asimismo, este organismo debe fomentar e implementar programas de 

capacitación y formación continua para los miembros del poder judicial, 

buscando mantener altos estándares de desempeño y actualización en 

aspectos legales y procedimentales. 

Otro aspecto vital es el papel que desempeña el Consejo de la 

Judicatura en la promoción de una cultura de rendición de cuentas dentro 

del sistema judicial ecuatoriano. A través de la incentivación de la 

transparencia y la participación ciudadana, permite que la sociedad esté 

informada y participe activamente en la supervisión y mejora del 

funcionamiento del poder judicial. Esta interacción contribuye a consolidar 

la confianza en la justicia y fortalecer la democracia en el país (Constitución 

de la República del Ecuador , 2008). 

 

6. Creación y Roles del Consejo de la Judicatura en Ecuador 

 

De acuerdo con Ocaña Conde, L. E (2020), el Consejo de la 

Judicatura constituye una entidad central en el sistema judicial ecuatoriano, 

encargada de la administración, supervisión y disciplina de la función 

judicial. Sus orígenes y funciones se encuentran regulados por la 

Constitución y las leyes de la República. 

La instauración del Consejo de la Judicatura como un órgano 

autónomo e independiente se produjo mediante la Constitución de la 

República del Ecuador de 2008. Esta carta magna supuso un cambio de 

gran relevancia en la estructura y el funcionamiento del poder judicial, 

estableciendo al Consejo de la Judicatura como una entidad esencial para 

asegurar la transparencia, imparcialidad y eficiencia en la administración de 

la justicia (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
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Según Ayala-Mora, J., Infante-Moro, A., & Infante-Moro, J. C.  

(2023), las responsabilidades del Consejo de la Judicatura abarcan 

múltiples esferas fundamentales para el adecuado desempeño del poder 

judicial en Ecuador. Algunas de estas labores comprenden: 

1. Designación y Cesantía de Jueces y Magistrados: El Consejo de 

la Judicatura tiene la responsabilidad de elegir y destituir jueces y 

magistrados, garantizando la elección de profesionales competentes 

y asegurando la independencia y la equidad en la administración de 

justicia. 

2. Gestión de la Función Judicial: Administra los recursos humanos 

y materiales necesarios para el funcionamiento óptimo del sistema 

judicial, buscando la eficiencia y la eficacia en su operatividad. 

3. Control Disciplinario de la Función Judicial: Conduce 

investigaciones y sanciones por infracciones disciplinarias de jueces 

y magistrados, contribuyendo a preservar la integridad y la ética en 

el ejercicio de sus funciones. 

4. Planificación y Política Judicial: Establece políticas judiciales y 

elabora planes para asegurar el adecuado funcionamiento del 

sistema judicial, con el propósito de garantizar la eficiencia y la 

calidad en la prestación de servicios judiciales. 

5. Promoción de la Formación Judicial: Fomenta la educación 

continua de jueces y personal judicial, asegurando la actualización y 

la mejora constante en el ámbito legal y procedimental (Ayala-Mora, 

2023, pág. 511) 

Mediante sus funciones, el Consejo de la Judicatura busca 

consolidar un sistema judicial independiente, eficiente y transparente en 

Ecuador. 
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7. Relación entre el Consejo de la Judicatura y la Fiscalía General 

 

De acuerdo con Cortez Pepinos, J. I. (2022) , la interacción entre el 

Consejo de la Judicatura y la Fiscalía General en Ecuador es esencial para 

garantizar el correcto funcionamiento del sistema judicial y la efectiva 

persecución penal. A pesar de ser entidades independientes en sus 

funciones, trabajan de manera coordinada para asegurar la justicia y la 

legalidad en el país. 

El Consejo de la Judicatura tiene la responsabilidad de supervisar y 

administrar la función judicial, incluyendo la designación y remoción de 

jueces y magistrados, así como la supervisión de la disciplina en el ámbito 

judicial. Por otro lado, la Fiscalía General es la entidad encargada de llevar 

a cabo la investigación y persecución de los delitos, presentando 

acusaciones ante los tribunales y ejerciendo la acción penal pública. 

Esta colaboración se refleja en la necesaria cooperación entre 

ambas instituciones para asegurar que los procesos judiciales se lleven a 

cabo de manera adecuada. Mientras el Consejo de la Judicatura garantiza 

la presencia de jueces imparciales y altamente capacitados, la Fiscalía 

General depende de la judicatura para llevar a cabo investigaciones y 

presentar pruebas ante los tribunales. La relación entre el Consejo de la 

Judicatura y la Fiscalía General es simbiótica, ya que ambas instituciones 

se apoyan mutuamente para asegurar que la administración de justicia sea 

transparente, imparcial y eficiente en Ecuador. 
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8. Competencias disciplinarias del Consejo de la Judicatura 

 

En concordancia con Remaycuna Vásquez (2022), el Consejo de la 

Judicatura de Ecuador, como entidad central en la administración y 

supervisión de la función judicial, ejerce competencias disciplinarias 

esenciales para mantener la integridad y el profesionalismo en la labor de 

jueces y magistrados. Estas competencias están claramente definidas en 

la Constitución de la República del Ecuador, que regula la función judicial y 

otorga al Consejo de la Judicatura la responsabilidad de garantizar la 

correcta administración de la justicia en el país. 

De acuerdo con la Constitución, el Consejo de la Judicatura tiene la 

autorización para conocer, instruir y aplicar sanciones en los procesos 

disciplinarios contra los jueces y magistrados, siguiendo los procedimientos 

establecidos por la ley. Esta facultad permite que el Consejo investigue y 

evalúe posibles infracciones disciplinarias cometidas por los miembros de 

la judicatura. Las sanciones disciplinarias pueden variar en gravedad, 

abarcando desde amonestaciones y suspensiones hasta destituciones, 

dependiendo de la naturaleza y gravedad de la falta en cuestión. 

El propósito primordial de estas competencias disciplinarias es 

asegurar la ética y la calidad en la función judicial, garantizando que los 

jueces y magistrados cumplan con su deber de administrar justicia de 

manera íntegra y equitativa. Asimismo, buscan fortalecer la confianza de la 

población en el sistema de justicia, al garantizar que los miembros de la 

judicatura actúen en estricto apego a la ley y a los principios que gobiernan 

su labor. Las funciones disciplinarias ejercidas por el Consejo de la 

Judicatura en Ecuador son de vital importancia para vigilar y mantener la 

conducta ética de los jueces y magistrados, contribuyendo así a preservar 

un sistema judicial fiable y transparente (Saltos Pinela, M. J. , 2022, pág. 

63). 
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9. Marco Constitucional y Legal para la Sanción y Remoción de la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía General 

 

El marco constitucional y legal que regula la sanción y destitución 

del titular de la fiscalía general en Ecuador está claramente definido en la 

Constitución de la República y en leyes específicas que norman tanto el 

funcionamiento de la institución como las competencias de sus máximas 

autoridades. A continuación, se presenta una síntesis de este marco 

normativo. 

La Carta Magna ecuatoriana contiene disposiciones relevantes en 

relación a la Fiscalía General del Estado y su principal autoridad. Establece 

que el Fiscal General es seleccionado por la Asamblea Nacional a través 

de un proceso de evaluación y elección, con un mandato de seis años que 

puede ser renovado (Constitución de la República del Ecuador , 2008) 

En cuanto a la remoción del Fiscal General, la Constitución 

establece causales como incumplimiento grave de funciones, violación 

manifiesta de la Constitución o la ley, o inhabilitación física o mental 

permanente que impida el ejercicio de sus funciones. La destitución debe 

ser declarada por la Asamblea Nacional, con un respaldo de al menos dos 

tercios de sus miembros, previo informe de la Comisión de fiscalización. 

En Ecuador, la destitución de la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

General sigue un procedimiento establecido por la Constitución de la 

República. A continuación, se describe el proceso para la remoción de la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía General: 

1. Causales de Remoción: La remoción de la Máxima Autoridad de la 

Fiscalía General puede ser iniciada por distintas razones, como 
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incumplimiento grave de sus funciones, violación clara de la 

Constitución o las leyes, o incapacidad física o mental permanente 

que le impida ejercer sus responsabilidades. 

2. Iniciación del Proceso: El proceso de destitución puede comenzar 

por iniciativa de la Asamblea Nacional o del Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social, a partir de denuncias fundamentadas 

que señalen las causales mencionadas. 

3. Informe y Pruebas: La Comisión de Fiscalización de la Asamblea 

Nacional es la encargada de examinar la denuncia y, si se considera 

fundada, solicitará un informe a la Contraloría General del Estado. 

Se recopilan evidencias y declaraciones para respaldar la denuncia. 

4. Resolución de Remoción: Luego, la Comisión de Fiscalización 

elabora un informe con las pruebas y conclusiones, que es 

presentado al Pleno de la Asamblea Nacional. En esta instancia, se 

decide si procede la destitución de la Máxima Autoridad de la 

Fiscalía General. 

5. Aprobación por la Asamblea Nacional: La destitución requiere la 

aprobación de al menos dos tercios de los miembros presentes en 

la Asamblea Nacional, confirmando así la remoción de la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía General. 

Este proceso garantiza un análisis exhaustivo y un sustento sólido 

antes de proceder con la destitución de la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

General en Ecuador, asegurando la transparencia y legalidad en el 

procedimiento de sanción. 
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10.  Proceso para la Sanción y Remoción de la Máxima Autoridad 

de la Fiscalía General 

El procedimiento para la sanción y destitución de la máxima 

autoridad de la Fiscalía General es un proceso esencial diseñado para 

asegurar la integridad y eficacia en el desempeño de las funciones de 

liderazgo en dicha institución. Aunque los detalles pueden variar según la 

jurisdicción, se puede esbozar un enfoque general que salvaguarde la 

imparcialidad y transparencia en este proceso crítico. 

• Detección de Conducta Inadecuada: 

El inicio del proceso implica la identificación de comportamientos 

inapropiados por parte de la máxima autoridad de la Fiscalía General, 

como conducta criminal, violaciones éticas o abuso de poder. 

• Presentación de Denuncias: 

Las denuncias pueden originarse en diversas fuentes, como 

funcionarios internos, legisladores, ciudadanos o investigaciones 

periodísticas. Es crucial contar con mecanismos claros y seguros para 

presentar denuncias de manera confidencial. 

• Creación de un Órgano de Investigación Independiente: 

Para garantizar la imparcialidad, se establece un órgano de 

investigación independiente integrado por expertos legales y 

representantes de la sociedad civil. 

• Proceso de Audiencia o Juicio: 

En caso de que la investigación inicial revele pruebas suficientes, se 

inicia un proceso legal donde se presentan pruebas y se otorga a la 

máxima autoridad la oportunidad de defenderse, garantizando los 

principios del debido proceso. 
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• Participación del Poder Legislativo: 

La remoción podría requerir la aprobación del poder legislativo, 

añadiendo una capa adicional de control y asegurando que la decisión 

final refleje la voluntad legislativa. 

• Decisión Final y Remoción: 

Tras evaluar las pruebas y las defensas presentadas, el órgano 

competente decide sobre la sanción o destitución, ejecutándola de 

acuerdo con el marco legal. 

• Nombramiento de un Sustituto: 

La destitución generalmente conlleva el nombramiento de un sucesor, 

un proceso que puede variar según la legislación vigente y podría 

implicar a diferentes partes, como el poder ejecutivo o legislativo. 

• Reformas y Mejoras Continuas: 

Tras el proceso, es esencial revisar el sistema y considerar posibles 

reformas para fortalecer los mecanismos de supervisión, asegurando la 

independencia y eficacia continua de la fiscalía. 

La efectividad de este proceso depende de la solidez de las leyes y 

regulaciones existentes, así como de la voluntad de los involucrados para 

mantener un sistema de justicia sólido y transparente. 

 

10.1 Definición y contextualización del proceso 

 

La comprensión integral del proceso de sanción y remoción de la 

máxima autoridad de la Fiscalía General en Ecuador es esencial para 

abordar su complejidad en el ámbito jurídico y político del país. Este 
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procedimiento, en términos generales, engloba un conjunto de pasos 

legales y políticos diseñados para evaluar y, cuando es necesario, 

sancionar o destituir al titular de la Fiscalía General del Estado. Su 

activación surge en situaciones donde se sospecha la existencia de 

conductas inapropiadas, violaciones éticas, o cualquier comportamiento 

que pueda comprometer la integridad, imparcialidad o eficacia en el 

ejercicio de las funciones de la máxima autoridad fiscal. 

La contextualización de este proceso en el entorno legal, político y 

social específico de Ecuador es crucial para comprender su dinámica. La 

Fiscalía General desempeña un papel central en el sistema de justicia del 

país, participando activamente en la persecución de delitos, la defensa de 

los derechos ciudadanos y la promoción de la legalidad. La relación entre 

los poderes ejecutivo, legislativo y judicial cobra especial relevancia, ya que 

la destitución de la máxima autoridad de la Fiscalía General a menudo 

implica una interacción entre estos poderes. Además, se destaca la 

importancia de preservar la independencia judicial durante todo el proceso, 

garantizando que las decisiones se tomen de manera imparcial y basada 

en la legalidad. 

La contextualización también abarca el reconocimiento de la 

importancia de este proceso para la confianza pública en el sistema de 

justicia. La transparencia y la eficacia en la gestión de la Fiscalía General 

son elementos cruciales para fortalecer la percepción de la ciudadanía 

sobre el Estado de Derecho en Ecuador. En este marco, la comprensión de 

la relevancia social y política de este proceso contribuye a una evaluación 

más completa y equitativa de su impacto en la sociedad ecuatoriana. 
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10.2 Importancia de la máxima autoridad en la Fiscalía General 

 

La importancia de la máxima autoridad en la Fiscalía General radica 

en su papel crucial dentro del sistema de justicia. Como señala Huamán 

Ibarra, M. E., Jove Diaz, A. M., & Quico Palomino, R. I., (2023), la máxima 

autoridad es fundamental para liderar y coordinar las investigaciones y 

procesos legales, asegurando la correcta aplicación de la ley y 

contribuyendo a la preservación del Estado de Derecho. Esta figura 

desempeña un papel esencial en la persecución de delitos, la defensa de 

los derechos ciudadanos y la promoción de la legalidad. 

Además, Britos, A. R. A (2021) destaca que la máxima autoridad de 

la Fiscalía General actúa como un garante de la independencia judicial, 

asegurando que las decisiones sean tomadas sin influencias externas y en 

base a criterios legales y éticos. Su liderazgo y gestión eficaz son 

fundamentales para mantener la integridad y la imparcialidad en el sistema 

de justicia. 

En el contexto político, (2022) subraya que la máxima autoridad de 

la Fiscalía General juega un papel crucial en la rendición de cuentas y en 

la construcción de la confianza pública en las instituciones. Su actuación 

impacta directamente en la percepción de la ciudadanía sobre la eficacia y 

la transparencia del sistema legal. 

Por lo tanto, la importancia de la máxima autoridad en la Fiscalía 

General es multifacética, abarcando desde su rol ejecutivo en la 

administración de justicia hasta su contribución a la preservación de la 

independencia judicial y a la construcción de la confianza ciudadana en las 

instituciones legales. 
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10.3 Rol del legislativo en la destitución. 

 

El rol del poder legislativo en el proceso de destitución de la máxima 

autoridad de la Fiscalía General es de suma importancia, ya que este poder 

desempeñar una función clave en la supervisión y control de las acciones 

de las autoridades judiciales. Según González Montoya, A. F.  (2019), el 

legislativo actúa como un contrapeso necesario, contribuyendo a la 

rendición de cuentas y al mantenimiento del equilibrio de poderes. 

 

Como señala López López (2019) el poder legislativo tiene la 

responsabilidad de evaluar las acusaciones presentadas contra la máxima 

autoridad de la Fiscalía General y de decidir sobre la validez de dichas 

acusaciones. Esta intervención legislativa, conforme a (2023), garantiza 

que las decisiones sobre la destitución estén respaldadas por un proceso 

democrático y transparente. 

Además, Sandi Champi, C (2023) destaca que el papel del legislativo 

en el proceso de destitución contribuye a preservar la independencia 

judicial y a evitar influencias indebidas sobre la Fiscalía General. Al 

participar en este proceso, el poder legislativo demuestra su compromiso 

con la integridad del sistema de justicia y la protección de los principios 

democráticos. El poder legislativo desempeña un papel crucial en la 

destitución de la máxima autoridad de la Fiscalía General, asegurando la 

legalidad, la transparencia y la rendición de cuentas en el sistema judicial. 

 10.4 Rol del Consejo de la Judicatura para Sancionar y Remover a la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado  

En el contexto del procedimiento para sancionar y destituir a la 

máxima autoridad de la Fiscalía General del Estado en Ecuador, el Consejo 

de la Judicatura desempeña una función esencial en diversos aspectos 
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clave. A continuación, se exponen los elementos relevantes del papel del 

Consejo de la Judicatura en este proceso: 

1. Supervisión y Evaluación del Proceso: 

• El Consejo de la Judicatura tiene la responsabilidad de supervisar y 

evaluar el desarrollo del proceso de sanción y remoción de la 

máxima autoridad de la Fiscalía General. Esto implica asegurar el 

seguimiento de los procedimientos legales establecidos y el respeto 

a los principios de justicia y debido proceso. 

2. Protección de la Independencia Judicial: 

• Un rol fundamental del Consejo de la Judicatura es garantizar la 

independencia judicial en todas las etapas del proceso. Esto implica 

prevenir cualquier influencia indebida en las decisiones adoptadas 

durante el procedimiento, asegurando un trato imparcial y conforme 

a la legalidad para la máxima autoridad de la Fiscalía General. 

3. Participación en la Investigación: 

• El Consejo de la Judicatura puede participar activamente en la fase 

de investigación, colaborando con otros órganos independientes 

para examinar las denuncias o irregularidades que hayan motivado 

el inicio del proceso de sanción y remoción. 

4. Colaboración con Otros Órganos Independientes: 

• En el marco de la independencia y la colaboración interinstitucional, 

el Consejo de la Judicatura puede trabajar de cerca con otros 

órganos independientes, como comisiones de ética o de control, 

para fortalecer la objetividad y transparencia del proceso. 

5. Evaluación de la Conducta Ética y Profesional: 
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• El Consejo de la Judicatura puede llevar a cabo evaluaciones 

específicas sobre la conducta ética y profesional de la máxima 

autoridad de la Fiscalía General, contribuyendo de esta manera a la 

base de las decisiones tomadas durante el proceso de sanción y 

remoción. 

6. Garantía de Transparencia y Legalidad: 

• Mediante su intervención, el Consejo de la Judicatura busca 

asegurar la transparencia y legalidad en todo el proceso, desde la 

recepción de denuncias hasta la toma de decisiones finales. Esto 

incluye la revisión de documentación, la verificación de pruebas y la 

aplicación rigurosa de los principios legales. 

El Consejo de la Judicatura cumple una función crucial en el proceso 

de sanción y remoción de la máxima autoridad de la Fiscalía General en 

Ecuador, contribuyendo a la protección de la independencia judicial, la 

legalidad y la transparencia en este procedimiento vital para la integridad 

del sistema de justicia. 

11 Análisis comparativo del proceso de Sanción y Remoción de la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía General en otros paises de la 

región 

 

Aunque los procedimientos para la sanción y destitución de la máxima 

autoridad de la Fiscalía General varían entre países, se pueden identificar 

similitudes y diferencias en comparación con Ecuador, centrándonos en 

algunos países de la región: 

1. Colombia: 

• Paralelismos: En Colombia, la destitución de altos 

funcionarios, incluidos fiscales generales, implica un juicio 
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disciplinario llevado a cabo por la Procuraduría General de la 

Nación. 

• Discrepancias: A diferencia de Ecuador, donde el poder 

legislativo puede tener un papel significativo, en Colombia, la 

Procuraduría General desempeña un papel más destacado 

en el proceso disciplinario. 

2. Argentina: 

• Coincidencias: En Argentina, la destitución de la máxima 

autoridad de la Fiscalía General puede requerir un juicio 

político en la Cámara de Diputados y, posteriormente, un 

proceso en el Senado, con la aprobación necesaria de una 

mayoría especial. 

• Divergencias: A diferencia de Ecuador, el proceso argentino 

involucra directamente al poder legislativo en el juicio político. 

3. Perú: 

• Paralelismos: Perú también utiliza un proceso de juicio 

político para destituir a altos funcionarios, incluidos los 

fiscales generales, llevado a cabo en el Congreso. 

• Divergencias: Aunque las reglas específicas pueden variar, 

Perú comparte con otros países de la región la característica 

de implicar al poder legislativo en la destitución. 

 

4. Chile: 

• Coincidencias: En Chile, la destitución de altos funcionarios, 

como el Fiscal Nacional, puede incluir una acusación 

constitucional por parte del Congreso. 

• Discrepancias: Al igual que en otros países, hay variaciones 

en los procedimientos exactos, pero la participación del 

Congreso es un aspecto común. 
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Diferencias y Similitudes con Ecuador: 

• En Ecuador, la destitución puede requerir la aprobación del 

Legislativo, similar a algunos de los países mencionados. Sin 

embargo, la participación directa del poder legislativo varía en 

términos de procedimientos específicos. 

• La creación de un órgano de investigación independiente es una 

práctica común, compartida con varios países de la región. La 

imparcialidad y transparencia son principios clave en muchos de 

estos procesos. 

• Aunque la estructura de los juicios políticos y la composición de los 

órganos encargados de la destitución pueden diferir, todos los 

países comparten la práctica de involucrar al poder legislativo o a 

órganos independientes en este proceso. 

• Las leyes y los mecanismos legales específicos varían, reflejando 

las distintas aproximaciones en los sistemas legales y políticos de 

cada país. 

En resumen, a pesar de las variaciones, la mayoría de los países en 

la región comparten la práctica de involucrar al poder legislativo o a 

órganos independientes en el proceso de sanción y remoción de la 

máxima autoridad de la Fiscalía General, buscando preservar la 

integridad y la independencia de esta institución clave en el sistema 

de justicia. 

En el análisis comparativo de los procesos de sanción y remoción de 

la máxima autoridad de la Fiscalía General en varios países de la región, 

se observan similitudes y diferencias notables en comparación con 

Ecuador. Colombia, Argentina, Perú y Chile comparten prácticas como la 

participación del poder legislativo o la existencia de órganos independientes 

en estos procesos. No obstante, las variaciones se presentan en la 

estructura específica de los juicios políticos, la influencia de entidades 
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particulares y los requisitos para la destitución. Ecuador, al igual que estos 

países, busca salvaguardar la integridad y la independencia de la Fiscalía 

General, aunque las peculiaridades de sus procedimientos reflejan la 

diversidad de enfoques legales y políticos en la región. 

 

12. Juicio político contra la Fiscal General del Estado, Diana Salazar 

Méndez 

 

En noviembre de 2023, el grupo político correísta presentó una 

solicitud de juicio político contra la Fiscal General del Estado, Diana Salazar 

Méndez. La petición fue realizada por la legisladora Gissela Garzón, 

apenas 10 días después de que la nueva Asamblea asumiera sus 

funciones, cumpliendo con las previsiones anunciadas durante la campaña. 

El Consejo de Administración Legislativa (CAL), liderado por Henry Kronfle, 

miembro del partido socialcristiano, tiene la responsabilidad de facilitar el 

proceso. A pesar de que la bancada socialcristiana ya expresó su oposición 

al juicio, el CAL solo tiene la tarea de gestionar la solicitud. Tras una 

evaluación de requisitos, el proceso se trasladará a la Comisión de 

Fiscalización, presidida por la correísta Pamela Aguirre (ECUAVISA, 2023). 

El desenlace del juicio dependerá de los votos en el Pleno. Para 

archivar el caso, se necesitaría la aprobación de la mitad más uno de los 

presentes (70 votos). Si la Comisión recomienda el juicio, se convocará a 

la Fiscal para su defensa, y se requerirán 70 votos para censurar y destituir 

a la funcionaria. El correísmo cuenta con 51 votos asegurados, mientras 

que la bancada oficialista tiene 25; sin embargo, su presidente ha dejado 

claro que no respalda el juicio. La Fiscalía respondió a la solicitud 

calificándola como un ataque a la máxima autoridad y señalando la falta de 

fundamentos para aplicar la figura de fiscalización. Voces como la del 
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asambleísta Vicente Taiano del PSC y la asambleísta María Teresa 

Pasquel de Gente Buena han rechazado la solicitud de juicio político, 

indicando que no está alineada con los acuerdos para la gobernabilidad en 

la Asamblea Nacional y expresando su respaldo a la fiscal. 

En noviembre de 2023, Rafael Correa anunció que la prioridad de su 

bancada legislativa para el próximo periodo sería llevar a cabo un juicio 

político contra la fiscal Diana Salazar. Este sería el tercer intento en el año 

para suspender o destituir a la funcionaria, todos impulsados por miembros 

afines al correísmo. A pesar de que se espera que la recolección de firmas 

para iniciar el juicio político no sea complicada, dado el respaldo de la 

bancada correísta con sus 35 consignas, se prevé que el proceso será 

complicado. Henry Kronfle, asambleísta electo del Partido Social Cristiano 

(PSC) y aspirante a la Presidencia del Parlamento, negó que el tema esté 

presente en las negociaciones, pero Correa insistió en que es parte de la 

agenda de la Revolución Ciudadana (Redacción- Ecuavisa, 2023). 

El presidente electo, Daniel Noboa, mostró su desacuerdo con 

respaldar el juicio político a la Fiscal, afirmó que no permitirá que ninguna 

organización política intente llevar a juicio político a la fiscal general. María 

Paula Romo también rechazó la solicitud, acusando al correísmo de buscar 

la impunidad. Es relevante señalar que este intento de juicio político se 

suma a otros realizados durante el año, incluyendo acusaciones de plagio 

de tesis. La relación conflictiva entre la Fiscalía y la Judicatura ha agudizado 

la situación, y la Fiscalía ha denunciado intentos de arrogación de funciones 

por parte de la Judicatura. 

Las motivaciones para destituir a la fiscal Salazar podrían estar 

vinculadas a su papel en el caso Sobornos que resultó en la sentencia 

contra Correa, así como a otras investigaciones en curso contra el 

exmandatario. La fiscal también ha liderado la investigación del caso 
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Odebrecht y ha presentado cargos adicionales contra Correa. En junio de 

2023, la Universidad Central respaldó a la fiscal Diana Salazar frente a 

acusaciones de plagio en su tesis de grado, desestimando la denuncia 

presentada por el Colectivo Acción Jurídica Popular. El comunicado del 

Honorable Consejo Universitario afirmó que Salazar cumplió con todos los 

requisitos para obtener su título de abogada, rechazando así las 

afirmaciones de irregularidades académicas. 

La fiscal Salazar, en respuesta a las acusaciones, anunció su 

intención de emprender acciones legales, considerando estas denuncias 

como intentos de desprestigio y hostigamiento por parte de individuos 

vinculados a casos judiciales importantes, como el caso Sobornos 2012-

2016 y las acusaciones de abuso sexual contra el exdefensor del Pueblo, 

Freddy Carrión. Respecto a un posible pacto entre bancadas para 

garantizar la gobernabilidad, el presidente electo Daniel Noboa rechazó la 

condición del correísmo de impulsar un juicio político contra la fiscal 

Salazar. Noboa subrayó que no permitirá que ninguna organización política 

someta a juicio político a la fiscal general, destacando la importancia de 

proteger a aquellos que luchan contra organizaciones criminales en el país 

(Redacción Ecuavisa, 2023). 
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2.1 Enfoque de la investigación 

 

En el contexto de la investigación titulada 'Análisis de la 

Competencia Disciplinaria del Consejo de la Judicatura para Sancionar y 

Remover a la Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado en el 

Marco Constitucional y Legal de Ecuador', se adoptará un enfoque 

cualitativo. Este enfoque se centrará en la recopilación y análisis de datos 

no numéricos para explorar en profundidad las complejas dinámicas 

legales, constitucionales y disciplinarias que rigen la relación entre el 

Consejo de la Judicatura y la Fiscalía General del Estado. 

Mediante el uso de entrevistas en profundidad, análisis de 

documentos legales, revisión de jurisprudencia relevante y consultas con 

expertos en el campo jurídico, se buscará comprender las interpretaciones, 

desafíos y aplicaciones prácticas de las disposiciones constitucionales y 

legales relacionadas con la competencia disciplinaria del Consejo de la 

Judicatura en el contexto de la Fiscalía General del Estado en Ecuador. 

Este enfoque permitirá desentrañar las perspectivas y opiniones de actores 

clave en el sistema de justicia y proporcionar una visión completa y 

contextualizada de la temática en cuestión. 

El enfoque cualitativo elegido para esta investigación, 'Análisis de la 

Competencia Disciplinaria del Consejo de la Judicatura para Sancionar y 

Remover a la Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado en el 

Marco Constitucional y Legal de Ecuador', se justifica por la naturaleza 

intrincada y multifacética de los asuntos legales y constitucionales 

involucrados en la relación entre el Consejo de la Judicatura y la Fiscalía 

General del Estado en Ecuador. 

En este enfoque, se pondrá un fuerte énfasis en la calidad sobre la 

cantidad de datos recopilados. Se utilizarán diversas técnicas cualitativas, 
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como entrevistas en profundidad con juristas, académicos, funcionarios 

judiciales y expertos legales que estén familiarizados con las leyes y 

prácticas relacionadas con la Fiscalía General del Estado. Estas entrevistas 

permitirán explorar las percepciones, interpretaciones y desafíos que 

enfrentan los actores involucrados en la aplicación de las normativas 

disciplinarias y de remoción. 

 

Además de las entrevistas, se llevará a cabo un minucioso análisis 

de documentos legales y jurisprudencia relevante, como la Constitución de 

Ecuador, leyes específicas y precedentes judiciales. Esto permitirá 

contextualizar el marco legal y constitucional en el que se basa la 

competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura y sus implicaciones 

para la Fiscalía General del Estado. 

El enfoque cualitativo es especialmente valioso en este caso, ya que 

permite abordar cuestiones legales y constitucionales complejas desde una 

perspectiva más holística. Al comprender las interpretaciones, desafíos y 

aplicaciones prácticas de las disposiciones legales y constitucionales, se 

podrá ofrecer una visión completa de la competencia disciplinaria del 

Consejo de la Judicatura y su relevancia en el contexto de la Fiscalía 

General del Estado en Ecuador. Esto, a su vez, facilitará la formulación de 

recomendaciones basadas en un conocimiento profundo y detallado de la 

materia en cuestión. 

 

2.3 Período y lugar donde se desarrolla la investigación 

 

La investigación sobre el tema 'Análisis de la Competencia 

Disciplinaria del Consejo de la Judicatura para Sancionar y Remover a la 
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Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado en el Marco 

Constitucional y Legal de Ecuador' se llevará a cabo en el periodo 

comprendido a lo largo de un año, desde enero de 2023 hasta diciembre 

de 2023. 

El lugar de desarrollo de esta investigación será en diversos 

escenarios, principalmente en la República del Ecuador, donde se 

encontrarán las fuentes de información, documentación legal, expertos 

jurídicos y actores relevantes para el estudio. Además, las entrevistas en 

profundidad y consultas con expertos se realizarán en diferentes 

ubicaciones dentro del territorio ecuatoriano, a fin de obtener una 

perspectiva amplia y representativa de la temática en cuestión. El análisis 

de documentos legales, jurisprudencia y otros materiales de referencia 

también se llevará a cabo en instituciones y bibliotecas especializadas en 

el ámbito legal y constitucional del Ecuador. 

 

2.4 El universo 

 

El universo es diverso y abarca varios elementos y actores 

relacionados con el sistema de justicia, el ámbito legal y la Constitución de 

la República del Ecuador. En primer lugar, se encuentra la Constitución de 

la República del Ecuador, que establece el marco legal y constitucional que 

contiene las normativas y disposiciones pertinentes a la Fiscalía General 

del Estado y la competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura. Este 

documento fundamental proporciona la base sobre la cual se estructuran 

las relaciones y competencias dentro del sistema judicial del país. 

Dentro de este universo, la Fiscalía General del Estado juega un 

papel central, incluyendo a su máxima autoridad y su estructura 

organizativa en su totalidad. La Fiscalía es un actor clave en el sistema de 
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justicia ecuatoriano y su funcionamiento adecuado es de vital importancia 

para el Estado de Derecho. El Consejo de la Judicatura, por su parte, es 

una institución encargada de supervisar y controlar a las autoridades 

judiciales, incluyendo a la Fiscalía General. Su papel en la disciplina y 

sanción de las autoridades judiciales es un elemento central en la 

investigación. 

Los funcionarios judiciales, que desempeñan un papel fundamental 

en el sistema de justicia, son actores cuyas acciones y decisiones pueden 

estar sujetas a la competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura. La 

conducta y el desempeño de estos funcionarios son aspectos clave en el 

estudio. Además, el universo de la investigación incluye a juristas y 

expertos en derecho, así como a académicos e investigadores que han 

estudiado y analizado temas relacionados con el sistema de justicia y la 

disciplina de las autoridades judiciales. Estos actores proporcionarán 

perspectivas valiosas y análisis especializados. 

Finalmente, el universo se expande para abarcar documentos 

legales y jurisprudencia relevantes. Estos incluyen textos legales, 

decisiones judiciales y otros materiales que son esenciales para 

comprender el contexto y las regulaciones que rigen la competencia 

disciplinaria del Consejo de la Judicatura en relación con la Fiscalía General 

del Estado en Ecuador. 

En conjunto, este universo engloba todos los elementos y actores 

involucrados en el análisis de la competencia disciplinaria del Consejo de 

la Judicatura en relación con la Fiscalía General del Estado en el contexto 

legal y constitucional de Ecuador. La investigación buscará explorar las 

interacciones y dinámicas entre estos elementos para obtener una 

comprensión integral y profunda de la temática en cuestión. 
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2.5 Población y muestra 

 

2.5.1 Población 

 

La población de interés en la investigación son los funcionarios 

judiciales, que engloban a jueces, fiscales y otros profesionales del ámbito 

judicial que pueden estar sujetos a las disposiciones disciplinarias del 

Consejo de la Judicatura en su ejercicio dentro del sistema de justicia. Su 

actuación y su relación con la Máxima Autoridad de la Fiscalía son aspectos 

relevantes a explorar. El grupo de juristas y expertos en derecho constituye 

otro elemento de la población, ya que su conocimiento especializado 

aportará perspectivas valiosas sobre las implicaciones legales y 

constitucionales de la competencia disciplinaria en el contexto ecuatoriano. 

Los académicos e investigadores también forman parte de la 

población, aportando sus estudios y análisis previos relacionados con el 

sistema de justicia y la disciplina de las autoridades judiciales en el marco 

legal de Ecuador. Sus investigaciones proporcionarán un contexto 

académico importante para la investigación. 

 Finalmente, la población incluye documentos legales y 

jurisprudencia relevantes, que constituyen fuentes de información 

esenciales. Estos documentos abarcan textos de leyes, decisiones 

judiciales y otros materiales que son fundamentales para comprender las 

regulaciones y precedentes que rigen la competencia disciplinaria del 

Consejo de la Judicatura en relación con la Fiscalía General del Estado. 

En conjunto, esta población representa a los actores y elementos 

clave directamente relacionados con la competencia disciplinaria del 

Consejo de la Judicatura en Ecuador en el contexto de la Fiscalía General 

del Estado, así como a los materiales y documentos legales pertinentes 
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para la investigación. La información recopilada de estos grupos y 

elementos será fundamental para obtener una comprensión exhaustiva de 

la temática en cuestión. 

2.5.2 Tamaño de la muestra 

 

Se buscará una muestra que sea lo suficientemente representativa 

para obtener una comprensión completa y equilibrada de la competencia 

disciplinaria en el contexto de la Fiscalía General del Estado en Ecuador. 

La muestra de la presente investigación serán tres profesionales del 

derecho, expertos en el tema central. 

2.6 Estrategias 

 

Para llevar a cabo la investigación 'Análisis de la Competencia 

Disciplinaria del Consejo de la Judicatura para Sancionar y Remover a la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado en el Marco 

Constitucional y Legal de Ecuador', es fundamental contar con estrategias 

sólidas que guíen el proceso de manera efectiva. A continuación, se 

presentan algunas estrategias clave: 

• Revisión exhaustiva de la legislación y jurisprudencia: La 

investigación debe comenzar con una revisión en profundidad de la 

Constitución de Ecuador, leyes pertinentes y jurisprudencia 

relacionada con la competencia disciplinaria del Consejo de la 

Judicatura en el ámbito de la Fiscalía General del Estado. Esto 

proporcionará la base legal y constitucional sobre la cual se 

construirá la investigación. 

• Entrevistas con actores clave: Realizar entrevistas en profundidad 

con expertos en derecho. Estas entrevistas permitirán obtener 

perspectivas directas de los actores involucrados y aportarán 
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información valiosa sobre la implementación práctica de la 

competencia disciplinaria. 

• Análisis de casos emblemáticos: Examinar casos disciplinarios 

anteriores o actuales en los que el Consejo de la Judicatura haya 

tomado medidas disciplinarias contra la Máxima Autoridad de la 

Fiscalía. Estos casos pueden proporcionar ejemplos concretos de 

cómo se aplica la competencia disciplinaria en la práctica. 

• Análisis comparativo: Comparar las prácticas de disciplina y 

remoción en el contexto de otros países con sistemas judiciales 

similares. Esto permitirá evaluar cómo se aborda esta cuestión en 

otros lugares y si existen mejores prácticas que puedan aplicarse en 

Ecuador. 

• Revisión de documentos y análisis de contenido: Analizar 

documentos legales, informes, decisiones judiciales y otros 

materiales escritos relacionados con la competencia disciplinaria. 

Esto incluye la revisión de normativas y precedentes legales que 

puedan arrojar luz sobre la aplicación de esta competencia. 

• Consulta con expertos externos: Buscar la opinión y el 

asesoramiento de expertos legales y constitucionales que puedan 

aportar una perspectiva imparcial y objetiva sobre el tema. 

• Encuesta a académicos y juristas: Realizar encuestas o 

cuestionarios a académicos, juristas y expertos legales para obtener 

una visión más amplia de las percepciones y opiniones en el ámbito 

académico. 

Estas estrategias proporcionan un enfoque integral para llevar a 

cabo la investigación de manera efectiva, abordando tanto los aspectos 

legales como las perspectivas prácticas y académicas relevantes. 
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2.7 Definición y comportamiento de las principales variables 

incluidas en el estudio 

 

2.7.1 Conceptualización 

 

La conceptualización en el tema de investigación 'Análisis de la 

Competencia Disciplinaria del Consejo de la Judicatura para Sancionar y 

Remover a la Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado en el 

Marco Constitucional y Legal de Ecuador' implica la definición de términos 

y conceptos esenciales para lograr una comprensión completa de la 

temática. A continuación, se presenta una descripción de los elementos 

fundamentales: 

1. Competencia Disciplinaria: Se refiere al poder o facultad que 

posee el Consejo de la Judicatura en Ecuador para supervisar y 

aplicar sanciones a las autoridades judiciales, incluida la máxima 

autoridad de la Fiscalía General del Estado, en situaciones de 

conducta inapropiada o incumplimiento de sus obligaciones. Esta 

competencia está fundamentada en la Constitución y las leyes 

ecuatorianas. 

2. Consejo de la Judicatura: Es una entidad encargada de la 

administración y supervisión del sistema de justicia en Ecuador. En 

el contexto de esta investigación, se hace referencia 

específicamente a su papel en la implementación de la competencia 

disciplinaria en relación con la Fiscalía General del Estado. 

3. Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado: Designa al 

individuo que ocupa la posición de mayor jerarquía en la Fiscalía 

General del Estado en Ecuador. Esta autoridad es responsable de 

dirigir y gestionar la Fiscalía. 
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4. Marco Constitucional y Legal de Ecuador: Engloba el conjunto de 

normativas, disposiciones y regulaciones establecidas en la 

Constitución de la República del Ecuador y las leyes relacionadas 

que regulan el sistema de justicia y, particularmente, la competencia 

disciplinaria del Consejo de la Judicatura en relación con la Fiscalía 

General del Estado. 

5. Disciplina Judicial: Se refiere al conjunto de normas y 

procedimientos destinados a asegurar la conducta ética y el 

cumplimiento de las obligaciones profesionales de las autoridades 

judiciales, incluyendo la Fiscalía General del Estado. Esta disciplina 

es crucial para mantener la integridad y la imparcialidad del sistema 

de justicia. 

6. Sanciones Disciplinarias: Son las medidas punitivas que el 

Consejo de la Judicatura puede imponer a las autoridades judiciales, 

como advertencias, suspensiones o destituciones, en caso de 

violaciones éticas o incumplimiento de deberes profesionales. 

7. Jurisprudencia: Hace referencia al conjunto de decisiones 

judiciales emitidas por los tribunales y cortes en Ecuador, que 

establecen precedentes y orientan la interpretación de las leyes y 

normativas legales en casos similares. 

Esta explicación de los términos y conceptos proporciona una base 

sólida para la comprensión de la naturaleza y el alcance de la investigación 

en el contexto de la competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura 

en relación con la Fiscalía General del Estado en Ecuador. 

2.8 Operacionalización de las variables 
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Variable Conceptualización Indicadores Instrumentos y/o 

métodos 

 Variable 1  

La aplicación 

de la 

competencia 

disciplinaria 

La variable 

dependiente en este 

estudio se refiere a 

los resultados o 

medidas que están 

sujetos a cambio o 

influencia debido a la 

aplicación de la 

competencia 

disciplinaria por parte 

del Consejo de la 

Judicatura. En este 

contexto, la variable 

dependiente puede 

incluir: 

 

Sanciones 

Disciplinarias: 

• Gravedad de las 

sanciones 

impuestas, 

como 

advertencias, 

suspensiones 

temporales o 

destituciones 

definitivas. 

• Frecuencia de 

aplicación de 

sanciones 

disciplinarias. 

• Duración de las 

suspensiones 

temporales, si 

corresponde. 

• Cumplimiento 

Ético y 

Profesional: 

• Nivel de 

cumplimiento de 

los estándares 

éticos y 

Sanciones 

Disciplinarias: 

 

Registro de 

sanciones emitidas 

por el Consejo de la 

Judicatura. 

Análisis de 

expedientes 

disciplinarios y 

decisiones del 

Consejo de la 

Judicatura. 

Entrevistas con 

funcionarios 

judiciales 

sancionados, si es 

posible, para 

comprender el 

impacto de las 

sanciones en su 

carrera y 

desempeño. 
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profesionales 

por parte de la 

Máxima 

Autoridad de la 

Fiscalía y otros 

funcionarios 

judiciales. 

• Reducción o 

aumento de las 

quejas o 

denuncias por 

conducta 

inapropiada. 

• Cambios en la 

percepción 

pública sobre la 

integridad de la 

Fiscalía y el 

sistema de 

justicia. 

Reformas o Cambios 

en el Marco Legal: 

• Adopción de 

reformas 

legislativas 

relacionadas 

con la disciplina 

judicial y la 

Cumplimiento Ético 

y Profesional: 

 

Encuestas de 

percepción y 

entrevistas con 

abogados, jueces, 

fiscales y otros 

actores del sistema 

de justicia para 

evaluar la 

percepción de la 

ética y la 

profesionalidad en 

la Fiscalía. 

Análisis de informes 

de quejas o 

denuncias de 

conducta 

inapropiada 

presentadas ante el 

Consejo de la 

Judicatura. 

Análisis de 

encuestas de 

opinión pública 

sobre la confianza 
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competencia del 

Consejo de la 

Judicatura. 

• Modificaciones 

en las 

regulaciones 

que rigen la 

aplicación de la 

competencia 

disciplinaria. 

• Implementación 

de 

recomendacion

es derivadas de 

decisiones 

disciplinarias. 

en el sistema de 

justicia. 

Reformas o 

Cambios en el 

Marco Legal: 

 

Análisis documental 

de cambios 

legislativos y 

reformas 

relacionadas con la 

disciplina judicial y 

la competencia del 

Consejo de la 

Judicatura. 

Revisión de las 

recomendaciones 

emitidas por el 

Consejo de la 

Judicatura y su 

implementación en 

reformas legales. 

Variable 2 

La variable 

independient

e representa 

La variable 

independiente en el 

tema de investigación 

es la "Competencia 

Disciplinaria del 

1. Competencia 

Disciplinaria del 

Consejo de la 

Judicatura: 

Competencia 

Disciplinaria del 

Consejo de la 

Judicatura: 
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el factor o 

condición 

que se 

considera 

como la 

causa o 

influencia en 

las 

variaciones 

observadas 

en la variable 

dependiente.  

Consejo de la 

Judicatura". 

Representa el factor 

que influye en la 

aplicación de 

sanciones 

disciplinarias a la 

Máxima Autoridad de 

la Fiscalía General 

del Estado y otros 

funcionarios 

judiciales, y está 

sujeta a cambios o 

variaciones según la 

actuación y decisión 

del Consejo de la 

Judicatura en su 

función de 

supervisión y control. 

 

Eficacia en la 

aplicación de 

sanciones 

disciplinarias. 

Transparencia en el 

proceso de supervisión 

y toma de decisiones 

disciplinarias. 

Cumplimiento de los 

plazos y 

procedimientos 

establecidos para la 

aplicación de 

sanciones. 

2. Incidentes de 

Conducta 

Inapropiada o 

Incumplimiento de 

Deberes: 

Número y gravedad de 

los incidentes 

reportados. 

Capacidad del Consejo 

de la Judicatura para 

investigar y resolver 

casos de conducta 

 

Análisis de 

procedimientos y 

reglamentos del 

Consejo de la 

Judicatura 

relacionados con la 

supervisión y 

sanciones 

disciplinarias. 

Entrevistas con 

miembros del 

Consejo de la 

Judicatura y 

funcionarios 

relacionados para 

evaluar la eficacia y 

transparencia en la 

aplicación de 

sanciones. 

Incidentes de 

Conducta 

Inapropiada o 

Incumplimiento de 

Deberes: 
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inapropiada de manera 

oportuna y justa. 

Impacto de incidentes 

específicos en la 

percepción pública y la 

confianza en el sistema 

de justicia. 

3. Requisitos y 

Estándares Éticos y 

Profesionales: 

Claridad y aplicabilidad 

de los requisitos éticos 

y profesionales en la 

legislación y 

regulaciones vigentes. 

Consistencia en la 

interpretación y 

aplicación de estos 

requisitos por parte del 

consejo de la 

Judicatura. 

Cambios en la 

legislación que afecten 

los estándares éticos y 

profesionales. 

 

Seguimiento y 

análisis de casos 

individuales de 

conducta 

inapropiada o 

incumplimiento de 

deberes 

profesionales a 

través de registros y 

expedientes 

disciplinarios. 

Entrevistas con 

denunciantes, si es 

posible, para 

obtener información 

sobre el proceso de 

denuncia y su 

experiencia. 

Requisitos y 

Estándares Éticos y 

Profesionales: 

 

Análisis legal y 

textual de las leyes, 

regulaciones y 

códigos éticos 

relacionados con la 
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conducta de las 

autoridades 

judiciales. 

Entrevistas con 

expertos legales y 

constitucionales 

para evaluar la 

claridad y la 

aplicabilidad de 

estos requisitos y 

su impacto en la 

aplicación de la 

competencia 

disciplinaria. 

 Ilustración 1 entre variable 1 y variable 2 

 

2.9 Método de investigación  

 

En la investigación anterior sobre 'Análisis de la Competencia 

Disciplinaria del Consejo de la Judicatura para Sancionar y Remover a la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado en el Marco 

Constitucional y Legal de Ecuador', se aplicará el método empírico como 

enfoque fundamental. El método empírico implica la recopilación de datos 

concretos y observaciones basadas en la experiencia y la evidencia 

tangible para investigar y comprender el fenómeno estudiado. 

Este enfoque implica la utilización de técnicas de investigación como 

la revisión de documentos legales y jurisprudencia, entrevistas con actores 

clave, análisis de casos, entrevista y otros métodos que permiten obtener 
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datos y evidencia directa relacionada con la competencia disciplinaria del 

Consejo de la Judicatura y su impacto en la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

y otros funcionarios judiciales. El método empírico es esencial para evaluar 

la efectividad y las implicaciones prácticas de la competencia disciplinaria 

en el contexto real y legal de Ecuador, brindando una base sólida para la 

toma de decisiones y recomendaciones basadas en la evidencia. 

Los métodos empíricos que se aplicarán en esta investigación son: 

2.9.1 Cuestionario 

 

En la investigación anterior sobre 'Análisis de la Competencia 

Disciplinaria del Consejo de la Judicatura para Sancionar y Remover a la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado en el Marco 

Constitucional y Legal de Ecuador', se utilizará un cuestionario como una 

de las herramientas de recopilación de datos. El cuestionario se diseñará 

de manera cuidadosa y específica para obtener información valiosa de los 

participantes que formen parte de la muestra. 

El cuestionario permitirá recopilar datos cuantitativos y cualitativos 

sobre la percepción, opiniones y experiencias de los participantes en 

relación con la competencia disciplinaria, la ética y el cumplimiento de 

deberes en la Fiscalía General del Estado. También se utilizará para 

indagar sobre aspectos específicos de la aplicación de sanciones 

disciplinarias y la efectividad de dicha competencia por parte del Consejo 

de la Judicatura. 

Este enfoque de investigación permitirá recopilar datos 

estructurados y estandarizados de manera eficiente, lo que facilitará el 

análisis de tendencias y patrones, además de proporcionar una visión más 

amplia de las percepciones y experiencias de los participantes en relación 

con el tema en cuestión. 
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2.9.2 Entrevista 

 

En el marco de la investigación sobre 'Análisis de la Competencia 

Disciplinaria del Consejo de la Judicatura para Sancionar y Remover a la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado en el Marco 

Constitucional y Legal de Ecuador', se llevarán a cabo entrevistas con un 

panel de cuatro profesionales expertos en el tema. Estas entrevistas se 

centrarán en obtener una comprensión en profundidad y enriquecer el 

estudio con la experiencia y el conocimiento de estos expertos. 

Los cuatro profesionales expertos que serán entrevistados aportarán 

una perspectiva valiosa en áreas relacionadas con el sistema de justicia, la 

disciplina judicial y la aplicación de la competencia disciplinaria por parte 

del Consejo de la Judicatura. Sus opiniones y experiencias contribuirán a 

enriquecer la investigación, proporcionando información de alta calidad y 

enfoques especializados para abordar los desafíos y las implicaciones del 

tema. 

Estas entrevistas permitirán profundizar en cuestiones complejas y 

técnicas, así como obtener información directa de personas con 

experiencia y conocimientos en el campo legal y constitucional en Ecuador. 

Los expertos proporcionarán una visión enriquecedora que complementará 

otras fuentes de datos y contribuirá a una comprensión más completa del 

tema de investigación. 
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ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LOS RESULTADOS DE LA 

INVESTIGACIÓN 

CAPÍTULO III 
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3.1 Entrevista al Ab. Chris Andres Macías Pita 

 

1. ¿Cuáles son los artículos constitucionales que respaldan la 

competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura para 

sancionar y remover a la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

General del Estado en Ecuador? 

La competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura para sancionar y 

remover a la Máxima Autoridad de la Fiscalía General del Estado en 

Ecuador está respaldada por varios artículos de la Constitución, incluyendo 

el artículo 78 que establece claramente estas atribuciones. 

2. ¿Cuáles son las atribuciones específicas que la legislación 

ecuatoriana otorga al Consejo de la Judicatura en relación con 

la Máxima Autoridad de la Fiscalía? 

Las atribuciones específicas conferidas al Consejo de la Judicatura se 

encuentran detalladas en 181 de la legislación ecuatoriana, otorgándole la 

autoridad para supervisar, evaluar y, si es necesario, sancionar a la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía, tal como lo señala el numeral 3, del articulo antes 

mencionado, en donde se determina que, el consejo de la Judicatura podrá 

dirigir los procesos de selección de jueces y demás servidores de la 

Función Judicial, así como, su evaluación, ascensos y sanción. Todos los 

procesos serán públicos y las decisiones motivadas. 4. Administrar la 

carrera y la profesionalización judicial, y organizar y gestionar escuelas de 

formación y capacitación judicial. 

3. ¿Cómo se estructura el procedimiento disciplinario que el 

Consejo de la Judicatura debe seguir al evaluar la conducta de 

la Máxima Autoridad de la Fiscalía? 
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En Ecuador, el procedimiento disciplinario para la Máxima Autoridad de la 

Fiscalía se basa en el Código Orgánico de la Función Judicial. Incluye 

deberes, prohibiciones y sanciones especificadas en los artículos 100, 107, 

108, y 109. Se establecen plazos de prescripción para diferentes tipos de 

sanciones. La declaración jurisdiccional previa es necesaria para ciertas 

infracciones. El Consejo de la Judicatura emite resoluciones y manuales 

que regulan la potestad disciplinaria, buscando garantizar el debido 

proceso y el derecho a la defensa. El procedimiento opera en dos niveles: 

Direcciones Provinciales y Subdirección Nacional de Control Disciplinario. 

La reciente Resolución 107-2022 aprueba manuales para mejorar y 

homogeneizar los procedimientos disciplinarios. 

4. ¿Qué garantías procesales están establecidas para asegurar un 

proceso disciplinario justo y transparente durante la evaluación 

de la Máxima Autoridad de la Fiscalía? 

Se establecen garantías procesales para asegurar un proceso disciplinario 

justo, tales como el derecho a la defensa, la presunción de inocencia y el 

acceso a la información relevante para la Máxima Autoridad de la Fiscalía. 

5. ¿Cuáles son las causas específicas que pueden dar lugar a la 

remoción de la Máxima Autoridad de la Fiscalía, de acuerdo con 

la normativa vigente en Ecuador? 

En cuanto a la remoción del Fiscal General, la Constitución establece 

causales como incumplimiento grave de funciones, violación manifiesta de 

la Constitución o la ley, o inhabilitación física o mental permanente que 

impida el ejercicio de sus funciones. La destitución debe ser declarada por 

la Asamblea Nacional, con un respaldo de al menos dos tercios de sus 

miembros, previo informe de la Comisión de fiscalización. 
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6. ¿Cómo se protege la independencia del Poder Judicial en el 

marco de la competencia disciplinaria sobre la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía? 

La independencia del Poder Judicial se protege durante todo el proceso 

disciplinario, asegurando que las decisiones estén basadas en la ley y no 

estén sujetas a interferencias externas o presiones políticas indebidas 

7. ¿Existen plazos específicos establecidos para la duración de un 

proceso disciplinario contra la Máxima Autoridad de la Fiscalía? 

En el caso de Diana Salazar, la bancada política del correísmo intento la 

destitución la fiscal general en un periodo de seis meses. Esto sugiere un 

lapso de tiempo específico en el cual se han llevado a cabo estos intentos. 

 

8. ¿Cómo puede participar la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

durante el proceso disciplinario que la involucra? 

La Máxima Autoridad de la Fiscalía tiene el derecho de participar 

activamente en el proceso disciplinario, presentando pruebas, alegatos y 

ejerciendo su derecho a la defensa. 

9. ¿Existe la posibilidad de que las decisiones del Consejo de la 

Judicatura en relación con la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

sean sujetas a revisión judicial? 

En muchos casos, las decisiones del Consejo de la Judicatura pueden estar 

sujetas a revisión judicial, permitiendo que las partes afectadas busquen un 

recurso legal en caso de desacuerdo con la decisión tomada. 
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10. ¿Cuáles son las posibles consecuencias para la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía en caso de ser sancionada o removida 

por el Consejo de la Judicatura? 

La sanción o remoción de la Máxima Autoridad de la Fiscalía en 

Ecuador, impuesta por el Consejo de la Judicatura, podría tener profundas 

implicaciones tanto para el individuo como para el sistema judicial. Entre 

las posibles consecuencias se encuentran la afectación a la reputación y 

carrera del funcionario sancionado, la pérdida de confianza en su liderazgo 

y la posible influencia en la percepción pública sobre la independencia y 

eficacia del sistema judicial. 

A nivel institucional, la sanción busca preservar la integridad del 

sistema judicial y enviar un mensaje claro sobre la responsabilidad y 

rendición de cuentas de quienes ocupan cargos de alta autoridad. Sin 

embargo, también puede generar debates sobre la separación de poderes 

y la autonomía del sistema judicial en relación con influencias políticas 

externas. La estabilidad y la continuidad en el liderazgo de la Fiscalía 

podrían verse afectadas, lo que podría tener ramificaciones en casos 

pendientes y en la gestión general de la entidad. 

Es crucial considerar que, más allá de las consecuencias legales 

específicas, la sanción o remoción de la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

tiene un impacto significativo en la percepción de la justicia y la eficacia del 

sistema, lo que podría tener implicaciones a largo plazo en la confianza 

ciudadana en las instituciones judiciales. 

3.2  Entrevista al Ab. Jose Luis Pérez Dapuetto 

 

1. ¿Cuáles son los artículos constitucionales que respaldan la 

competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura para 
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sancionar y remover a la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

General del Estado en Ecuador? 

La competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura para sancionar y 

remover a la Máxima Autoridad de la Fiscalía en Ecuador se respalda, entre 

otros, en el artículo 178 de la Constitución, el cual establece las atribuciones 

del Consejo en materia disciplinaria. 

2. ¿Cuáles son las atribuciones específicas que la legislación 

ecuatoriana otorga al Consejo de la Judicatura en relación con 

la Máxima Autoridad de la Fiscalía? 

Las atribuciones específicas otorgadas al Consejo de la Judicatura en 

relación con la Máxima Autoridad de la Fiscalía están detalladas en el 

artículo 181 de la legislación ecuatoriana. Este artículo faculta al Consejo 

para supervisar y sancionar, cuando sea necesario, a la Máxima Autoridad 

de la Fiscalía. 

3. ¿Cómo se estructura el procedimiento disciplinario que el 

Consejo de la Judicatura debe seguir al evaluar la conducta de 

la Máxima Autoridad de la Fiscalía? 

El procedimiento disciplinario para la Máxima Autoridad de la Fiscalía sigue 

un proceso estructurado, de acuerdo con el Código Orgánico de la Función 

Judicial. Este proceso garantiza el debido proceso y la defensa, con etapas 

claras de investigación, sustanciación y resolución. 

 

4. ¿Qué garantías procesales están establecidas para asegurar un 

proceso disciplinario justo y transparente durante la evaluación 

de la Máxima Autoridad de la Fiscalía? 
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Las garantías procesales para un proceso disciplinario justo incluyen la 

presunción de inocencia, el derecho a la defensa, y la transparencia en 

todas las etapas del procedimiento disciplinario. 

5. ¿Cuáles son las causas específicas que pueden dar lugar a la 

remoción de la Máxima Autoridad de la Fiscalía, de acuerdo con 

la normativa vigente en Ecuador? 

Las causas específicas que pueden dar lugar a la remoción de la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía están establecidas en la Constitución. Incluyen el 

incumplimiento grave de funciones, la violación manifiesta de la 

Constitución o la ley, y la inhabilitación física o mental permanente. La Ley 

de la Función Legislativa (LOFL) establece que el juicio político procede por 

el incumplimiento de las funciones constitucionales y legales de las 

autoridades. En el caso de la Fiscal General, sus funciones son claramente 

definidas en la LOFL y la Constitución. Estas incluyen representar judicial y 

extrajudicialmente a la Fiscalía General, determinar políticas 

institucionales, expedir reglamentos internos, dirigir la administración 

financiera, autorizar gastos, elaborar propuestas presupuestarias, entre 

otras responsabilidades detalladas en la normativa. El incumplimiento 

grave de estas funciones, como puede ser argumentado en un juicio 

político, podría ser considerado como causa para la remoción de la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía, de acuerdo con la LOFL y la Constitución. 

6. ¿Cómo se protege la independencia del Poder Judicial en el 

marco de la competencia disciplinaria sobre la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía? 

La independencia del Poder Judicial se salvaguarda durante el proceso 

disciplinario al asegurar que las decisiones se basen en la legalidad y no 

estén sujetas a influencias externas. 
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7. ¿Existen plazos específicos establecidos para la duración de un 

proceso disciplinario contra la Máxima Autoridad de la Fiscalía? 

El artículo 106 del marco normativo establece claramente los plazos de 

prescripción para la acción disciplinaria. Estos plazos varían según la 

gravedad de la infracción y el tipo de sanción que podría imponerse: 

1. Para infracciones que podrían resultar en sanción pecuniaria o 

amonestación, la acción disciplinaria prescribe en un plazo de treinta 

días. 

2. En el caso de infracciones que podrían llevar a la suspensión de 

funciones sin goce de remuneración, la prescripción se da en 

sesenta días. 

3. Para las infracciones que podrían llevar a la destitución, el plazo de 

prescripción es de un año, excepto aquellas vinculadas con un delito, 

las cuales prescriben en cinco años. 

Es relevante destacar que estos plazos se cuentan desde la fecha en que 

se cometió la infracción en el caso de quejas o denuncias, y desde la fecha 

en que la autoridad sancionadora tuvo conocimiento en el caso de acciones 

de oficio. Además, el inicio del proceso disciplinario interrumpe la 

prescripción, extendiéndola hasta por un año. Sin embargo, una vez 

transcurrido este período, la acción disciplinaria prescribe definitivamente. 

Estos plazos establecidos buscan garantizar la prontitud en la actuación 

disciplinaria, asegurando que las faltas sean abordadas de manera 

oportuna y eficiente, y que no haya demoras excesivas en la aplicación de 

sanciones. 
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8. ¿Cómo puede participar la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

durante el proceso disciplinario que la involucra? 

Te pongo un ejemplo, en relación con el caso del Agente Fiscal 

Byron G., cuya destitución fue decidida por el Pleno del Consejo de la 

Judicatura durante la sesión ordinaria N. 094-2021, se destaca la relevancia 

de su involucramiento activo en el proceso disciplinario. La Presidenta del 

Consejo de la Judicatura tomó la medida preventiva de suspensión contra 

el Agente Fiscal, iniciando así un sumario disciplinario. Durante el 

desarrollo de este proceso disciplinario, se brindó al Agente Fiscal la 

oportunidad de presentar su defensa y responder a las acusaciones 

formuladas en su contra. El desenlace del sumario disciplinario resultó en 

su destitución, fundamentada en la infracción disciplinaria establecida en el 

artículo 109 numeral 11 del Código Orgánico de la Función Judicial. 

Las acciones que condujeron a la destitución del Agente Fiscal 

incluyeron la supuesta solicitud de dinero a través de un intermediario para 

gestionar la instrucción fiscal en un caso de abuso de confianza. Estas 

conductas también lo vincularon a un proceso judicial por el presunto delito 

de concusión, según lo contemplado en el Código Integral Penal. 

La decisión del Pleno del Consejo de la Judicatura tuvo en cuenta el 

historial del servidor destituido, el cual incluía seis sanciones previas por 

posibles irregularidades en sus funciones como Agente Fiscal. Este caso 

resalta la importancia de la participación activa del funcionario disciplinado 

en el proceso, asegurando su derecho a la defensa y garantizando un 

análisis exhaustivo de las circunstancias antes de tomar decisiones 

disciplinarias. 

9. ¿Existe la posibilidad de que las decisiones del Consejo de la 

Judicatura en relación con la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

sean sujetas a revisión judicial? 
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Existe la posibilidad de que las decisiones del Consejo de la Judicatura 

sean sujetas a revisión judicial, permitiendo a las partes afectadas buscar 

recursos legales en caso de desacuerdo con la decisión tomada. 

10. ¿Cuáles son las posibles consecuencias para la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía en caso de ser sancionada o removida 

por el Consejo de la Judicatura? 

Las posibles consecuencias para la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

incluyen la afectación a la reputación y la carrera, así como debates sobre 

la estabilidad y continuidad en el liderazgo de la entidad, desde la 

perspectiva de distintos entrevistados. 

 

 

3.3  Entrevista al Ab. Carlos Andres López Apolo 

 

1. ¿Cuáles son los artículos constitucionales que respaldan la 

competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura para 

sancionar y remover a la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

General del Estado en Ecuador? 

La competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura, respaldada por 

la Constitución en su artículo 178, es crucial para mantener la integridad en 

el ejercicio de la Fiscalía. Esto asegura que la Máxima Autoridad sea sujeta 

a evaluación y sanción si es necesario, salvaguardando así el buen 

funcionamiento de la institución. 

2. ¿Cuáles son las atribuciones específicas que la legislación 

ecuatoriana otorga al Consejo de la Judicatura en relación con 

la Máxima Autoridad de la Fiscalía? 
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El artículo 181 de la legislación ecuatoriana otorga al Consejo de la 

Judicatura atribuciones específicas en relación con la Máxima Autoridad de 

la Fiscalía. Esta disposición legal no solo faculta al Consejo para supervisar 

y sancionar, sino que también establece un marco claro para mantener la 

responsabilidad y la transparencia en la gestión. 

3. ¿Cómo se estructura el procedimiento disciplinario que el 

Consejo de la Judicatura debe seguir al evaluar la conducta de 

la Máxima Autoridad de la Fiscalía? 

El proceso disciplinario para evaluar la conducta de la Máxima Autoridad 

de la Fiscalía sigue un protocolo riguroso basado en el Código Orgánico de 

la Función Judicial. Este enfoque estructurado garantiza que cada etapa, 

desde la investigación hasta la resolución, sea llevada a cabo de manera 

justa y eficiente. 

4. ¿Qué garantías procesales están establecidas para asegurar un 

proceso disciplinario justo y transparente durante la evaluación 

de la Máxima Autoridad de la Fiscalía? 

El proceso disciplinario garantiza un trato justo mediante la presunción de 

inocencia, el derecho a la defensa y la transparencia. Estas garantías 

procesales son fundamentales para asegurar que la Máxima Autoridad de 

la Fiscalía tenga la oportunidad de presentar su versión y defenderse de 

manera adecuada. 

5. ¿Cuáles son las causas específicas que pueden dar lugar a la 

remoción de la Máxima Autoridad de la Fiscalía, de acuerdo con 

la normativa vigente en Ecuador? 

La remoción de la Máxima Autoridad de la Fiscalía está respaldada por 

causas específicas, como el incumplimiento grave de funciones o la 

violación manifiesta de la Constitución. La LOFL y la Constitución 
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proporcionan una base clara para evaluar si estas causas son aplicables, 

garantizando así la legalidad del proceso. 

6. ¿Cómo se protege la independencia del Poder Judicial en el 

marco de la competencia disciplinaria sobre la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía? 

La independencia del Poder Judicial es esencial y se protege 

rigurosamente durante el proceso disciplinario. Esto asegura que las 

decisiones estén fundamentadas en la ley y no sean susceptibles a 

influencias externas, preservando así la integridad del sistema judicial. 

7. ¿Existen plazos específicos establecidos para la duración de un 

proceso disciplinario contra la Máxima Autoridad de la Fiscalía? 

El artículo 106 del COFJ establece plazos precisos para la prescripción de 

la acción disciplinaria, garantizando que el proceso sea eficiente y no se 

prolongue indefinidamente. Estos plazos son esenciales para abordar las 

faltas de manera oportuna y efectiva. 

8. ¿Cómo puede participar la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

durante el proceso disciplinario que la involucra? 

En el caso de la destitución del Agente Fiscal Byron G., su participación 

activa en el proceso disciplinario fue fundamental. El proceso le brindó la 

oportunidad de presentar su defensa, subrayando la importancia de un 

enfoque justo y equitativo en casos similares 

9. ¿Existe la posibilidad de que las decisiones del Consejo de la 

Judicatura en relación con la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

sean sujetas a revisión judicial? 

La posibilidad de revisión judicial ofrece un mecanismo de control y 

equilibrio, asegurando que las decisiones del Consejo de la Judicatura 
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estén sujetas a un escrutinio adicional, lo que contribuye a la transparencia 

y la imparcialidad. 

10. ¿Cuáles son las posibles consecuencias para la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía en caso de ser sancionada o removida 

por el Consejo de la Judicatura? 

Las consecuencias potenciales para la Máxima Autoridad de la Fiscalía, en 

caso de sanción o remoción, van más allá de las implicaciones legales. Se 

considera el impacto en la reputación, la confianza pública y la estabilidad 

institucional, abriendo un debate sobre la intersección entre la 

responsabilidad individual y la salud general del sistema judicial. 

3.4 Análisis de los resultados  

 

En la entrevista con el Abogado Chris Macías, se subraya la sólida 

base constitucional que respalda la competencia disciplinaria del Consejo 

de la Judicatura para sancionar y remover a la Máxima Autoridad de la 

Fiscalía General del Estado en Ecuador. Se hace énfasis en el artículo 78 

de la Constitución, que otorga de manera explícita estas atribuciones al 

Consejo, destacando la importancia de la legalidad en los procesos 

disciplinarios. 

Además, se proporciona una visión detallada de las atribuciones 

específicas conferidas al Consejo de la Judicatura en relación con la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía, según lo establecido en el artículo 181 de 

la legislación ecuatoriana. Este marco legal faculta al Consejo para 

supervisar, evaluar y, si es necesario, sancionar a la Máxima Autoridad, 

subrayando el énfasis en la responsabilidad y la transparencia. 

En cuanto a la estructura del procedimiento disciplinario, se destaca 

que este se rige por el Código Orgánico de la Función Judicial. El 
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entrevistado señala claramente los deberes, prohibiciones y sanciones 

establecidos en los artículos 100, 107, 108 y 109, resaltando la existencia 

de plazos de prescripción y la emisión de resoluciones y manuales por parte 

del Consejo para mejorar los procedimientos disciplinarios. 

Se hace hincapié en las garantías procesales diseñadas para 

asegurar un proceso disciplinario justo y transparente, incluyendo el 

derecho a la defensa y la presunción de inocencia. Estas garantías son 

fundamentales para mantener la equidad en el proceso y garantizar que la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía tenga un tratamiento justo durante la 

evaluación disciplinaria. 

En relación con las causas específicas que pueden dar lugar a la 

remoción de la Máxima Autoridad de la Fiscalía, se resalta la importancia 

de violaciones graves, establecidas en la Constitución, y se enfatiza el 

papel de la Asamblea Nacional en respaldar estas decisiones. Esto subraya 

la necesidad de un proceso legal y políticamente respaldado. 

La entrevista también destaca la protección de la independencia del 

Poder Judicial a lo largo del proceso disciplinario, asegurando que las 

decisiones estén basadas en la ley y no estén sujetas a interferencias 

externas o presiones políticas indebidas. Se aborda la existencia de plazos 

específicos en la duración del proceso disciplinario, como se evidencia en 

el caso de Diana Salazar, sugiriendo que hay una expectativa de celeridad 

en estos procesos. 

En relación con la participación activa de la Máxima Autoridad de la 

Fiscalía durante el proceso disciplinario, se destaca su derecho a presentar 

pruebas y alegatos, resaltando la importancia de la defensa y la 

presentación de argumentos. Se reconoce la posibilidad de revisión judicial 

de las decisiones del Consejo de la Judicatura, subrayando el compromiso 
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con la transparencia y la rendición de cuentas en el sistema legal 

ecuatoriano. 

Finalmente, se exploran las posibles consecuencias para la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía en caso de ser sancionada o removida por el 

Consejo de la Judicatura. Se destacan las implicaciones a nivel individual, 

como la afectación a la reputación y la carrera del funcionario, así como las 

ramificaciones institucionales, incluida la percepción pública sobre la 

independencia y eficacia del sistema judicial. La complejidad y las múltiples 

capas de consideraciones en la toma de decisiones disciplinarias de alto 

nivel se abordan de manera integral. 

La entrevista con el Abogado José Luis Pérez proporciona una visión 

detallada de la competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura para 

sancionar y remover a la Máxima Autoridad de la Fiscalía en Ecuador. 

Destaca el respaldo constitucional en el artículo 178, subrayando la 

importancia de estos fundamentos legales en el ejercicio de la disciplina. 

Las atribuciones específicas otorgadas al Consejo de la Judicatura, 

según el artículo 181 de la legislación ecuatoriana, se presentan como un 

marco que faculta al Consejo para supervisar, evaluar y sancionar a la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía. Se resalta la relevancia de estas 

atribuciones para garantizar la responsabilidad y transparencia en el 

ejercicio de funciones de alta autoridad. 

El procedimiento disciplinario para la Máxima Autoridad de la 

Fiscalía se describe como estructurado y basado en el Código Orgánico de 

la Función Judicial. Se enfatiza la importancia de etapas claras, que 

incluyen investigación, sustanciación y resolución, asegurando el debido 

proceso y el derecho a la defensa. Las garantías procesales para un 

proceso disciplinario justo se detallan, incluyendo la presunción de 

inocencia, el derecho a la defensa y la transparencia en todas las etapas 
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del procedimiento. Estas garantías son esenciales para mantener la 

equidad en el proceso disciplinario. 

Las causas específicas que pueden dar lugar a la remoción de la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía se vinculan con el incumplimiento grave de 

funciones, la violación manifiesta de la Constitución o la ley, y la 

inhabilitación física o mental permanente. Se destaca el papel de la Ley de 

la Función Legislativa (LOFL) y la necesidad de un juicio político respaldado 

por la Asamblea Nacional. La protección de la independencia del Poder 

Judicial durante el proceso disciplinario se enfatiza, asegurando que las 

decisiones estén basadas en la legalidad y no estén sujetas a influencias 

externas. 

Los plazos específicos establecidos para la duración de un proceso 

disciplinario se describen con detalle, resaltando la importancia de la 

prontitud en la actuación disciplinaria para abordar faltas de manera 

oportuna y eficiente. Se subraya que estos plazos buscan evitar demoras 

excesivas en la aplicación de sanciones. Se ejemplifica la participación 

activa de la Máxima Autoridad de la Fiscalía durante el proceso 

disciplinario, destacando el caso del Agente Fiscal Byron G. y cómo se le 

brindó la oportunidad de presentar su defensa. Se resalta la importancia de 

este involucramiento para garantizar un análisis exhaustivo de las 

circunstancias. 

La posibilidad de que las decisiones del Consejo de la Judicatura 

sean sujetas a revisión judicial se reconoce, permitiendo a las partes 

afectadas buscar recursos legales en caso de desacuerdo con las 

decisiones tomadas. Finalmente, se exploran las posibles consecuencias 

para la Máxima Autoridad de la Fiscalía en caso de ser sancionada o 

removida por el Consejo de la Judicatura, haciendo hincapié en la 

afectación a la reputación y carrera, así como en los debates sobre la 



 
 83 

 

estabilidad y continuidad en el liderazgo de la entidad desde diversas 

perspectivas. 

La entrevista con el Abogado Carlos López ofrece una perspectiva 

integral sobre la competencia disciplinaria del Consejo de la Judicatura para 

sancionar y remover a la Máxima Autoridad de la Fiscalía en Ecuador. La 

competencia disciplinaria, respaldada por el artículo 178 de la Constitución, 

es presentada como un elemento crucial para mantener la integridad en el 

ejercicio de la Fiscalía. Este respaldo constitucional subraya la importancia 

de evaluar y, si es necesario, sancionar a la Máxima Autoridad, asegurando 

así el buen funcionamiento de la institución. 

Las atribuciones específicas otorgadas al Consejo de la Judicatura, 

según el artículo 181 de la legislación ecuatoriana, se destacan como un 

marco legal que no solo faculta al Consejo para supervisar y sancionar, sino 

que también establece pautas claras para mantener la responsabilidad y la 

transparencia en la gestión. El procedimiento disciplinario, estructurado 

según el Código Orgánico de la Función Judicial, se presenta como un 

protocolo riguroso que garantiza un proceso justo y eficiente, con etapas 

claramente definidas desde la investigación hasta la resolución. 

Las garantías procesales, incluyendo la presunción de inocencia, el 

derecho a la defensa y la transparencia, son resaltadas como elementos 

fundamentales para asegurar que la Máxima Autoridad de la Fiscalía tenga 

la oportunidad de presentar su versión y defenderse de manera adecuada. 

Las causas específicas que pueden dar lugar a la remoción de la Máxima 

Autoridad, según la normativa vigente en Ecuador, se vinculan con el 

incumplimiento grave de funciones o la violación manifiesta de la 

Constitución. La LOFL y la Constitución brindan una base clara para 

evaluar estas causas, garantizando la legalidad del proceso. 
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La protección de la independencia del Poder Judicial durante el 

proceso disciplinario se enfatiza, destacando que las decisiones están 

fundamentadas en la ley y no están sujetas a influencias externas, 

preservando así la integridad del sistema judicial. Se establecen plazos 

precisos para la duración de un proceso disciplinario, según el artículo 106 

del COFJ, garantizando eficiencia y evitando demoras excesivas en la 

aplicación de sanciones. 

 

3.5 Discusión del tema problemica 

 

¿Existen normas de rango legal y Constitucional, que pueden entrar 

en contradicción o antinomia, a efectos de determinar si la máxima 

autoridad de la Fiscalía General del Estado puede ser sancionada y 

removida por el Consejo de la Judicatura, como órgano disciplinario 

de la Función Judicial? 

La posibilidad de que normas de rango legal y constitucional entren 

en contradicción o antinomia es un fenómeno jurídico que puede generar 

desafíos en la interpretación y aplicación del derecho. En el contexto de la 

sanción y remoción de la Máxima Autoridad de la Fiscalía General del 

Estado por el Consejo de la Judicatura, es fundamental analizar las normas 

pertinentes para evaluar si existe alguna contradicción entre ellas. En 

Ecuador, la Constitución establece el marco general de las competencias y 

atribuciones de los distintos órganos del Estado. El artículo 178 de la 

Constitución, por ejemplo, respalda la competencia disciplinaria del 

Consejo de la Judicatura. Sin embargo, la interpretación y aplicación 

específica de esta competencia deben considerarse a la luz de otras 

disposiciones constitucionales y legales. 
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La legislación ecuatoriana, como el Código Orgánico de la Función 

Judicial (COFJ), puede detallar el procedimiento y las causas específicas 

para la sanción y remoción de autoridades judiciales, incluida la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía. En este caso, el artículo 181 del COFJ detalla las 

atribuciones del Consejo de la Judicatura en relación con la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía, estableciendo un marco legal específico para su 

evaluación disciplinaria. El comentario del abogado Ramiro Aguilar destaca 

la noción de independencia de la Fiscalía General del Estado y plantea la 

idea de que su sometimiento a un control disciplinario por parte del Consejo 

de la Judicatura podría constituir una arrogación de funciones. También se 

menciona que el control político sobre la fiscal general puede ser ejercido 

por la Asamblea Nacional. 

La independencia de la Fiscalía General es un principio clave en 

muchos sistemas legales, ya que garantiza que esta institución pueda 

cumplir con sus funciones de manera imparcial y sin interferencias 

indebidas. Sin embargo, la independencia no implica que la Fiscalía esté 

exenta de todo tipo de control. Es importante distinguir entre el control 

político y el control disciplinario. 

1. Control Político: La posibilidad de que la Asamblea Nacional ejerza 

un control político sobre la Fiscalía General es consistente con el 

principio de separación de poderes. Este control se refiere a la 

capacidad de la Asamblea para supervisar las acciones de la 

Fiscalía en el marco de sus funciones constitucionales, sin interferir 

directamente en su autonomía. 

2. Control Disciplinario: La cuestión sobre si el Consejo de la 

Judicatura tiene la facultad de suspender o destituir a la fiscal 

general implica un aspecto disciplinario. En muchos sistemas 

legales, los órganos disciplinarios pueden actuar para garantizar la 
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integridad y el cumplimiento de las normas éticas por parte de los 

funcionarios públicos, incluso aquellos que ocupan cargos de alta 

autoridad. 

En este contexto, es importante considerar la jerarquía normativa y 

la interpretación de las leyes y la Constitución. Si la legislación ecuatoriana 

y la Constitución otorgan expresamente al Consejo de la Judicatura la 

competencia para sancionar y destituir a la Máxima Autoridad de la Fiscalía, 

este sería un elemento relevante en el análisis. 

Es posible que exista un debate jurídico sobre la interpretación de 

estas normas y sobre si la Fiscalía General puede ser sometida a un control 

disciplinario. En última instancia, la resolución de estas cuestiones 

dependerá del marco legal y constitucional específico de Ecuador y de 

cómo se interpreten y apliquen estas normas en el contexto jurídico del 

país. 

Por otro lado, el abogado constitucionalista José Chalco ofrece una 

perspectiva crítica sobre los intentos de destituir a la Fiscal General del 

Estado, Diana Salazar. Su análisis destaca varios puntos importantes: 

1. Desestabilización Institucional: Chalco argumenta que los 

intentos de destituir a la Fiscal General revelan una serie sistemática 

de esfuerzos por desestabilizar la institución. Señala al Consejo de 

la Judicatura (CJ) y al Consejo de Participación Ciudadana y Control 

Social (Cpccs) como actores involucrados en estos intentos. 

2. Competencia del Cpccs: Chalco sostiene que el Cpccs no tiene 

competencia para fiscalizar y destituir a autoridades como Diana 

Salazar. Argumenta que su función principal es designar a las 

autoridades de control y que no tiene el poder real y válido para 

controlar y fiscalizar. 
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3. Arrogación de Funciones: Se destaca la preocupación sobre la 

arrogación de funciones, indicando que el Cpccs estaría intentando 

asumir un papel que no le corresponde, usurpando las funciones que 

son atribución de la Asamblea Nacional. Chalco sostiene que esto 

puede considerarse como un delito penado con privación de libertad. 

4. Competencia del CJ: Se aclara que el Consejo de la Judicatura sí 

tiene la capacidad de sancionar y suspender a funcionarios, pero 

esta competencia se limita a aquellos de la carrera judicial, según lo 

establecido en el Código Orgánico de la Función Judicial. 

5. Irrespeto al Orden Constitucional: Chalco concluye que los 

intentos de evaluar a la fiscal Salazar representan un irrespeto al 

orden constitucional y subraya la gravedad del asunto, calificándolo 

como un asunto de Estado. 

6. Corte Constitucional y Reforma Tributaria: Se menciona la 

situación extraordinaria debido a la disolución de la Asamblea 

Nacional y la función de la Corte Constitucional de pronunciarse 

sobre el proceso constitucional en lugar de valorar la urgencia 

económica de la reforma tributaria propuesta por el presidente 

Guillermo Lasso. 

En conjunto, el análisis de Chalco destaca la importancia de respetar 

el orden constitucional y las competencias específicas de cada entidad, 

subrayando las posibles consecuencias legales de arrogarse funciones 

indebidas. 
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4.1 Título de la propuesta 

 

‘’ PROPUESTA DE NORMATIVA PARA GARANTIZAR LA 

INDEPENDENCIA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL ECUADOR’’ 

4.2 Periodo de ejecución: 

 

El periodo previsto para la creación del plan es de 4 meses 

4.3 Fecha de inicio: 

 

La propuesta inicia en noviembre del 2023. 

4.4 Fecha de finalización: 

 

La propuesta finaliza en marzo del 2024. 

4.5 Beneficiarios: 

 

4.5.1 Directos  

 

La propuesta busca beneficiar directamente a la Fiscalía General del 

Estado al fortalecer su independencia, permitiéndole realizar sus funciones 

sin interferencias. Esto también beneficia a la Máxima Autoridad de la 

Fiscalía, ofreciendo un proceso de designación y remoción más 

transparente y respaldado legalmente. Los funcionarios de la Fiscalía se 

benefician al contar con protección contra represalias, creando un ambiente 

laboral ético. Para los ciudadanos y la sociedad, esto se traduce en 

investigaciones y procesos judiciales más imparciales, generando 

confianza en el sistema de justicia. 
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4.5.2 Indirectos  

 

La propuesta contribuye al fortalecimiento del sistema de justicia en 

general al asegurar la independencia efectiva de la Fiscalía. Para el Poder 

Legislativo, implica un control más responsable sobre la Fiscalía, 

fortaleciendo el equilibrio de poderes. Entidades de fiscalización externa se 

benefician de una mayor transparencia y rendición de cuentas. La 

credibilidad del sistema judicial mejora, generando mayor confianza 

pública. Además, fortalece las instituciones democráticas al fomentar el 

respeto al orden constitucional. En resumen, la propuesta tiene impactos 

positivos tanto para quienes trabajan directamente en la Fiscalía como para 

diversas instituciones y la sociedad en general al promover un sistema de 

justicia más independiente y transparente. 

4.6 Introducción 

 

La independencia de la Fiscalía General del Estado es un pilar 

fundamental para el correcto funcionamiento del sistema de justicia. En la 

búsqueda de fortalecer este principio esencial, se propone una normativa 

clara que garantice la autonomía de la Fiscalía, salvaguardando su 

capacidad para llevar a cabo investigaciones imparciales y aplicar la ley de 

manera justa. Esta propuesta no solo busca proteger los derechos de la 

Máxima Autoridad de la Fiscalía y de los funcionarios judiciales, sino que 

también pretende consolidar la confianza de la sociedad en el sistema legal. 

A través de medidas que aseguren una designación transparente y un 

proceso disciplinario basado en principios éticos, se aspira a fortalecer las 

instituciones democráticas y consolidar un sistema de justicia 

independiente, eficiente y confiable. 
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La propuesta surge en respuesta a la necesidad de perfeccionar el 

marco legal que rige la Fiscalía General del Estado, reconociendo que su 

independencia no solo resguarda los derechos de la Máxima Autoridad de 

la Fiscalía y de los funcionarios judiciales, sino que también sustenta la 

confianza de la sociedad en el sistema legal y su capacidad para 

administrar justicia de manera efectiva. 

Esta iniciativa se orienta hacia la consolidación de mecanismos que 

garanticen una designación transparente y un procedimiento disciplinario 

anclado en sólidos principios éticos. La aspiración última es fortalecer las 

instituciones democráticas, promoviendo la transparencia, la eficiencia y la 

confiabilidad en el sistema de justicia. El propósito es establecer las bases 

para una Fiscalía independiente, capaz de cumplir su rol de manera 

efectiva, al tiempo que responde a las expectativas de la ciudadanía en 

cuanto a una justicia imparcial y transparente. 

4.7 Objetivo 

 

El objetivo fundamental de la propuesta normativa es consolidar y 

fortalecer la independencia de la Fiscalía General del Estado en Ecuador, 

estableciendo un marco legal claro y robusto que resguarde su autonomía 

funcional. 

 

4.8 Finalidad de la propuesta 

 

La propuesta busca fortalecer la independencia y transparencia de 

la Fiscalía General en Ecuador. Busca garantizar que la Fiscalía tome 

decisiones de manera imparcial, sin influencias externas, y que cuente con 

autonomía funcional. Además, se enfoca en clarificar responsabilidades, 
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establecer procesos transparentes para la selección del líder de la Fiscalía, 

proteger los derechos de todos los involucrados y promover la rendición de 

cuentas. El objetivo final es construir un sistema judicial más fuerte y 

confiable que fomente la justicia y la confianza en Ecuador. 

4.9 Descripción de la propuesta 

 

La propuesta se centra en fortalecer la independencia de la Fiscalía 

General en Ecuador. Para lograr esto, se sugiere: 

1. Proceso de Selección Transparente: Establecer un proceso claro 

y transparente para la designación de la Máxima Autoridad de la 

Fiscalía, involucrando la participación de diversas instituciones y la 

sociedad civil. 

2. Garantías de Independencia: Reforzar normativas que aseguren la 

autonomía funcional de la Fiscalía, protegiéndola de presiones 

externas y garantizando que sus decisiones se basen únicamente 

en la ley y la evidencia. 

3. Mecanismos de Rendición de Cuentas: Implementar mecanismos 

efectivos de rendición de cuentas, permitiendo la supervisión de las 

acciones de la Fiscalía de manera responsable y transparente, sin 

comprometer su independencia. 

4. Protección de Derechos: Asegurar que todas las partes 

involucradas en procesos judiciales sean tratadas con equidad y que 

se respeten sus derechos fundamentales, contribuyendo así a un 

sistema judicial más justo y ético. 

5. Clarificación de Responsabilidades: Definir claramente las 

responsabilidades y competencias de la Fiscalía, evitando 
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interpretaciones ambiguas y garantizando que actúe dentro de los 

límites establecidos por la ley. 

Esta propuesta aspira a crear un marco normativo que fortalezca la 

independencia de la Fiscalía, promoviendo la confianza en la institución y 

contribuyendo a un sistema judicial más sólido y transparente. 

4.10 Exposición de las razones que sustenten el Proyecto de ley. 

 

El proyecto de ley que sustenta esta propuesta se fundamenta en la 

necesidad de consolidar y fortalecer la independencia de la Fiscalía 

General en Ecuador. A continuación, se exponen las razones que 

respaldan esta iniciativa: 

1. Garantía de la Separación de Poderes: La independencia de la 

Fiscalía es esencial para preservar la separación de poderes, uno 

de los pilares fundamentales de cualquier sistema democrático. Un 

Ministerio Público autónomo contribuye a evitar injerencias 

indebidas y a mantener un equilibrio entre los distintos órganos del 

Estado. 

2. Protección de Derechos y Libertades: Una Fiscalía independiente 

es crucial para asegurar la protección de los derechos y libertades 

fundamentales de los ciudadanos. Al actuar sin influencias externas, 

la Fiscalía puede llevar a cabo investigaciones imparciales y 

garantizar que todas las partes involucradas reciban un trato justo. 

3. Fortalecimiento del Estado de Derecho: La independencia de la 

Fiscalía fortalece el Estado de Derecho al garantizar que las 

decisiones judiciales se tomen en estricto apego a la legalidad. Esto 

contribuye a la confianza de la ciudadanía en las instituciones 

gubernamentales y al cumplimiento de las normas establecidas. 
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4. Prevención de Abusos y Corrupción: Un Ministerio Público 

independiente es menos propenso a sufrir presiones políticas o 

intereses particulares, lo que reduce el riesgo de abusos de poder y 

corrupción. Esto, a su vez, promueve la transparencia y la integridad 

en el sistema de justicia. 

5. Legitimidad y Confianza Institucional: La independencia de la 

Fiscalía contribuye a su legitimidad y a la confianza que la 

ciudadanía deposita en ella. Esto es esencial para el buen 

funcionamiento de la justicia y para el respeto de las decisiones 

judiciales. 

6. Adaptación a Estándares Internacionales: Fortalecer la 

independencia de la Fiscalía también responde a la necesidad de 

cumplir con estándares internacionales en materia de derechos 

humanos y gobernanza judicial. Este proyecto de ley busca alinear 

la normativa nacional con las mejores prácticas internacionales. 

7. Promoción de una Justicia Efectiva: Una Fiscalía independiente 

puede desempeñar su rol de manera más efectiva, garantizando la 

investigación y persecución de delitos de manera imparcial. Esto 

contribuye a una justicia más eficiente y a la lucha efectiva contra la 

impunidad. 

Este proyecto de ley se basa en la convicción de que una Fiscalía 

General independiente es fundamental para el buen funcionamiento de la 

democracia y el sistema de justicia, y para la protección de los derechos y 

libertades de los ciudadanos. 
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4.11  Desarrollo de la propuesta 

 

Ley de Garantía de Independencia de la Fiscalía General 

Artículo 1: Principio de Independencia 

1.1. La Fiscalía General del Estado gozará de plena independencia 

en el ejercicio de sus funciones, actuando sin influencias externas que 

puedan comprometer su imparcialidad y objetividad. 

Artículo 2: Nombramiento y Remoción de la Máxima Autoridad 

2.1. El proceso de designación y remoción de la Máxima Autoridad 

de la Fiscalía General será transparente y basado en criterios objetivos, con 

la participación activa de la Asamblea Nacional en el proceso de evaluación 

y aprobación. 

2.2. La remoción de la Máxima Autoridad solo podrá llevarse a cabo 

mediante un proceso legal detallado que garantice el debido proceso y la 

defensa, y que esté sujeto a revisiones judiciales para prevenir 

arbitrariedades. 

Artículo 3: Competencias y Funciones 

3.1. Se establecerán claramente las competencias y funciones de la 

Fiscalía General del Estado en la legislación, asegurando que su ámbito de 
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actuación abarque la investigación y persecución de delitos, sin injerencias 

indebidas de otros poderes del Estado. 

3.2. Cualquier intento de limitar o interferir en las funciones de la 

Fiscalía General por parte de otros órganos del Estado será considerado 

como una violación a la independencia de la institución y estará sujeto a 

sanciones. 

Artículo 4: Autonomía Presupuestaria y Administrativa 

4.1. La Fiscalía General del Estado contará con autonomía 

presupuestaria, asegurando que sus recursos sean asignados de manera 

adecuada y suficiente para cumplir con sus funciones de manera eficiente. 

4.2. La administración interna de la Fiscalía estará exenta de 

influencias externas, permitiendo la toma de decisiones independiente en 

asuntos organizativos y de gestión. 

Artículo 5: Mecanismos de Rendición de Cuentas 

5.1. Se establecerán mecanismos robustos de rendición de cuentas 

que permitan evaluar el desempeño de la Fiscalía General, garantizando la 

transparencia y la responsabilidad en el ejercicio de sus funciones. 

5.2. Estos mecanismos incluirán informes regulares al poder 

legislativo y a la sociedad, así como auditorías externas independientes 

para verificar el uso adecuado de los recursos y la integridad en la gestión. 

Artículo 6: Protección a Funcionarios y Fiscalización Interna 

6.1. Los funcionarios de la Fiscalía General gozarán de protección 

contra represalias y presiones externas en el ejercicio de sus funciones, 

promoviendo un ambiente laboral que permita el cumplimiento efectivo de 

sus responsabilidades. 
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6.2. Se establecerán mecanismos internos de fiscalización que 

permitan identificar y sancionar conductas indebidas, garantizando la 

integridad y la ética en la institución. 

Disposición final: La presente ley entrará en vigencia, a partir de 

su publicación en el registro oficial. 

 

4.12 Establecimiento de los cambios que traerían la reforma de ley 

 

La reforma propuesta en la ley busca introducir cambios 

significativos que fortalezcan la independencia de la Fiscalía General en 

Ecuador. Estos cambios están orientados a mejorar el funcionamiento de 

la institución y a alinearla con estándares internacionales de gobernanza 

judicial. A continuación, se detallan los principales cambios que traería 

consigo la reforma de ley: 

1. Autonomía Financiera: Se establecerá un mecanismo claro y 

transparente para garantizar la autonomía financiera de la Fiscalía 

General. Esto implicará la asignación de recursos de manera directa, 

sin interferencias externas, para asegurar que la institución cuente 

con los fondos necesarios para llevar a cabo sus funciones de 

manera efectiva. 

2. Proceso de Elección Transparente: Se reformará el proceso de 

elección de la Máxima Autoridad de la Fiscalía, asegurando la 

transparencia y la participación ciudadana. Esto puede incluir la 

implementación de un proceso de selección abierto y basado en 

méritos, con la participación de diversos actores, para fortalecer la 

legitimidad de la designación. 
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3. Criterios Claros para la Remoción: La reforma establecerá 

criterios claros y objetivos para la remoción de la Máxima Autoridad 

de la Fiscalía. Estos criterios se basarán en el desempeño y 

conducta del funcionario, evitando ambigüedades y garantizando un 

proceso justo y equitativo. 

4. Mecanismos de Rendición de Cuentas: Se implementarán 

mecanismos efectivos de rendición de cuentas para la Fiscalía 

General, promoviendo la transparencia en su gestión. Esto podría 

incluir informes regulares sobre el uso de recursos, avances en 

investigaciones importantes y resultados obtenidos. 

5. Participación Ciudadana en el Control Disciplinario: Se buscará 

involucrar a la sociedad civil en el proceso de control disciplinario de 

la Fiscalía. Esto podría lograrse mediante la creación de instancias 

de participación ciudadana que supervisen y evalúen la actuación de 

la institución, asegurando así una mayor legitimidad. 

6. Capacitación Continua: La reforma contemplará programas de 

capacitación continua para el personal de la Fiscalía, con el objetivo 

de mejorar sus habilidades y conocimientos. Esto contribuirá a un 

desempeño más eficiente y a la adaptación a las mejores prácticas 

en el ámbito jurídico. 

7. Coordinación Interinstitucional: Se promoverá la coordinación 

efectiva entre la Fiscalía General y otras instituciones del sistema de 

justicia. Esto busca optimizar la cooperación en investigaciones y 

procesos judiciales, fortaleciendo así el sistema judicial en su 

conjunto. 

8. Protección de Denunciantes y Testigos: La reforma incluirá 

disposiciones específicas para la protección de denunciantes y 
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testigos en casos judiciales. Esto es esencial para fomentar la 

colaboración de individuos clave en la obtención de pruebas y 

testimonios. 

9. Evaluación Periódica de Desempeño: Se establecerán 

mecanismos formales para llevar a cabo evaluaciones periódicas del 

desempeño de la Fiscalía General. Estas evaluaciones se realizarán 

de manera objetiva, considerando indicadores clave y resultados 

obtenidos en investigaciones y procesos judiciales. 

10. Armonización con Normativas Internacionales: La reforma 

buscará armonizar la normativa nacional con estándares 

internacionales en materia de independencia judicial y derechos 

humanos. Esto contribuirá a fortalecer la imagen de la Fiscalía a nivel 

internacional y a promover la adhesión a prácticas judiciales 

reconocidas globalmente. 

En conjunto, estos cambios buscan transformar la Fiscalía General 

en una institución más robusta, transparente y efectiva, garantizando su 

independencia y su capacidad para cumplir con sus funciones de manera 

imparcial y justa. 
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CONCLUSIONES 

 

• Se cumplió con el objetivo general, puesto a que, tras el análisis 

exhaustivo de la competencia jurídica y constitucional del Consejo 

de la Judicatura en relación con la Máxima Autoridad de la Fiscalía 

General del Estado en Ecuador, se llega a conclusiones 

fundamentales que arrojan luz sobre la aplicabilidad de medidas 

disciplinarias. Los resultados de esta investigación proporcionan 

claridad sobre el marco legal y constitucional que rige dicha 

competencia, permitiendo una evaluación precisa de la capacidad 

del Consejo de la Judicatura para adoptar medidas como 

suspensión, sanción o destitución. 

 

• Se cumplió con el primer objetivo específico, ya que, el estudio 

detallado de las disposiciones constitucionales y legales que 

delinean las funciones y competencias del Consejo de la Judicatura 

y la Fiscalía General del Estado ha permitido identificar claramente 

el alcance de sus atribuciones. La normativa constitucional y legal 

proporciona un marco claro que respalda la competencia 

disciplinaria del Consejo de la Judicatura, especialmente en lo 

concerniente a la Máxima Autoridad de la Fiscalía. 

 

• Se cumplió con el primer segundo específico, ya que, el análisis 

comparativo de interpretaciones legales y opiniones de expertos 

jurídicos ha revelado un consenso significativo respecto a la 

competencia del Consejo de la Judicatura para tomar medidas 

disciplinarias. La mayoría de las interpretaciones respaldan la idea 

de que el Consejo de la Judicatura tiene la autoridad legal y 
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constitucional para aplicar sanciones disciplinarias a la Máxima 

Autoridad de la Fiscalía. 

 

• Se cumplió con el tercer objetivo específico, debido a que,  la 

evaluación de posibles conflictos, contradicciones o ambigüedades 

en las normativas constitucionales y legales ha sido crucial. Sin 

embargo, los resultados muestran una coherencia general en las 

disposiciones, minimizando las ambigüedades y respaldando la 

competencia del Consejo de la Judicatura. Aunque existen 

perspectivas divergentes, la estructura normativa en su conjunto 

permite una interpretación clara de la competencia disciplinaria. 

 

• La evaluación detallada reveló que el CJ cuenta con competencia 

legal y constitucional para destituir a la Máxima Autoridad de la 

Fiscalía General del Estado en Ecuador, respaldando la validez de 

su rol disciplinario. A pesar de la competencia confirmada, se 

destaca la necesidad de normativas más claras para garantizar la 

independencia de la Fiscalía. Esta propuesta se presenta como un 

mecanismo adicional para prevenir abusos, arbitrariedades y 

fortalecer la autonomía institucional. 

 

• Se concluye que la propuesta analizada para establecer normativas 

más claras no solo es compatible con la competencia del CJ, sino 

que se recomienda como una medida proactiva. Esto no solo alinea 

al sistema judicial con estándares internacionales, sino que también 

previene posibles conflictos y contribuye a consolidar un Estado de 

Derecho robusto. 

 

• La normativa clara propuesta reduce la posibilidad de conflictos 

legales y controversias al establecer un marco más definido. Esto no 



 
 102 

 

solo facilita la aplicación de la competencia disciplinaria del CJ, sino 

que también evita interpretaciones divergentes que puedan generar 

disputas jurídicas. 
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RECOMENDACIONES 

 

 

• Se recomienda fortalecer las normativas constitucionales y 

legales que definen la competencia disciplinaria del Consejo 

de la Judicatura sobre la Máxima Autoridad de la Fiscalía. 

Esto incluye una revisión exhaustiva para eliminar 

ambigüedades y garantizar una interpretación unívoca de las 

facultades del CJ en este contexto. 

• Se sugiere la consideración e implementación de la propuesta 

presentada anteriormente para clarificar aún más los límites y 

procedimientos disciplinarios, asegurando así la 

independencia de la Fiscalía. Esta medida preventiva 

contribuirá a evitar conflictos futuros y a consolidar el sistema 

judicial ecuatoriano. 

• Se insta a fomentar un diálogo constructivo entre los 

diferentes actores institucionales, como el Consejo de la 

Judicatura, la Fiscalía General y otros órganos relevantes. El 

objetivo es lograr consensos que fortalezcan la 

institucionalidad, respetando la independencia de la Fiscalía 

y asegurando, al mismo tiempo, la aplicación justa y 

transparente de medidas disciplinarias cuando sea necesario. 
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